
    FOJA: 68 .-   .-

NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 13º Juzgado Civil de Santiago

CAUSA ROL : C-30706-2017

CARATULADO : PONS/FISCO DE CHILE

Santiago,  veintiocho de Septiembre de dos mil veinte 

VISTOS:

A folio 1, comparece don Nelson Caucoto Pereira, abogado, y  don 

Francisco  Javier  Ug s  Tapia,  abogado,  en  representaci n  de  don  á ó José 

Rub n  Grinblatt  Derezunskyé ,  c dula  nacional  de  identidad  Né º 

06.337.395-8,  casado,  estudiante;  y,  de  don  scar  Alejandro  NavarroÓ  

Valdivia, c dula nacional de identidad N  6.355.023-K, soltero, m ster ené º á  

Filosof a por la Universidad de Leipzig, todos domiciliados en Pasaje Doctorí  

S tero del R o N  326, oficina 1.104, comuna de Santiago, e interponenó í °  

demanda de indemnizaci n de da os y perjuicios, en juicio ordinario deó ñ  

hacienda, en contra del Fisco de Chile, representado por la Presidenta del 

Consejo  de  Defensa  del  Estado,  do a  Mar a  Eugenia  Manaud  Tapia,ñ í  

abogada,  ambos  con domicilio  en calle  Agustinas  N  1.687,  comuna deº  

Santiago,   y  en  definitiva,  solicita  condenar  a  este  ltimo a  pagar  unaú  

indemnizaci n de perjuicios por da o moral, ascendente a la suma de $ó ñ  

800.000.000 para cada uno de sus representados. 

En  el  primer  otros ,  interponen  demanda  de  nulidad  de  derechoí  

p blico de los Decretos Supremos (Av.) N  769, de 26 de octubre de 1973 yú °  

N  810,  de  fecha  07  de  noviembre  de  1973,  en  representaci n  de  los° ó  

demandantes ya mencionados, y adem s de  1) don á Jorge Adolfo Dixon 

Rojas,  c dula  nacional  de  identidad  N  6.229.226-1,  casado,  ingenieroé º  

el ctrico; 2) don  é Ricardo Arturo  Navarro  Valdivia, c dula nacional deé  

identidad N  6.355.021-3, soltero, m dico estomat logo y cirujano dentista;º é ó  

y, 3) don Pedro Segundo Pons Serralta, c dula nacional de identidad Né º 

6.414.709-9,  todo  ello  en  atenci n  a  los  antecedentes  de  hecho  yó  

fundamentos derecho que m s adelante se rese an..á ñ
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A  folio  5,  consta  notificaci n  personal  de  la  demanda  aló  

demandado.

A folio 10 y 21, el demandado contest  las demandas interpuesta enó  

lo principal  y primer otros  de folio 1,  solicitando su total  rechazo,  coní  

costas.

A folio 13 y 23, se evacu  por la demandante el tr mite de la r plica. ó á é

A folio 15 y 25, se evacu  por el demandado el tr mite de la d plica.ó á ú

A folios  26,  se  recibi  la  causa  a  prueba,  fij ndose  como hechosó á  

sustanciales, pertinentes y controvertidos, los all  se alados, resoluci n que seí ñ ó  

tuvo a las partes a folio 27 y 28.

A folio 73, encontr ndose la causa en estado, se cit  a las partes a o rá ó í  

sentencia.

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  A  folio  1,  comparece  don  Nelson  Caucoto  Pereira, 

abogado, y  don Francisco Javier Ug s Tapia, en representaci n de doná ó  

Jos  Rub n  Grinblatt  Derezunskyé é  y  don  scar  Alejandro  NavarroÓ  

Valdivia,  todos  ya  individualizados,  e  interponen  demanda  de 

indemnizaci n de da os y perjuicios, en juicio ordinario de hacienda, enó ñ  

contra del  Fisco de Chile, representado por la Presidenta del Consejo de 

Defensa del Estado, do a Mar a Eugenia Manaud Tapia,  y en definitiva,ñ í  

solicita se condene a este ltimo a pagar una indemnizaci n de perjuiciosú ó  

por da o moral, ascendente a la suma de $ 800.000.000 para cada uno deñ  

sus representados. En el primer otros , interponen demanda de nulidad deí  

derecho p blico de los Decretos Supremos (Av.) N  769, de 26 de octubreú °  

de 1973 y N  810, de fecha 07 de noviembre de 1973° , en representaci n deó  

los demandantes ya mencionados, y adem s de  don á Jorge Adolfo Dixon 

Rojas, don Ricardo Arturo Navarro Valdivia,  y don Pedro Segundo 

Pons Serralta, c dula nacional de identidad N  6.414.709-9, todo ello ené º  

atenci n a los antecedentes de hecho y fundamentos derecho que se rese anó ñ  

en los p rrafos siguientes.á
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En primer lugar, y como antecedentes contexto, se alan que el d a 11ñ í  

de  septiembre  de  1973  se  produjo  en  nuestro  pa s  un  golpe  militar,í  

adviniendo as  una dictadura c vico-militar que se extendi  hasta el 10 deí í ó  

marzo de 1990. Los institutos armados y de orden, a trav s de la Junta deé  

Gobierno, asumieron primero el poder ejecutivo, mediante el Decreto Ley 

N  1/1973, de 11 de septiembre, y luego, el poder constituyente y el poderº  

legislativo, a trav s de la dictaci n del Decreto Ley N  128/1973, de 12 deé ó º  

noviembre.  Agregan  que  dicho  r gimen  dictatorial  trajo  aparejada  laé  

comisi n,  desde  el  aparataje  estatal  y  mediante  las  actuaciones  de  susó  

agentes  y  de  civiles  que  obraron  con  anuencia  de  los  primeros,  de 

violaciones graves, masivas y sistem ticas de derechos humanos en perjuicioá  

de las personas contrarias al r gimen impuesto por la fuerza, en contra deé  

personas simpatizantes del gobierno democr tico depuesto y, en general, ená  

contra de determinadas personas y determinados grupos o sectores de la 

sociedad,  considerados  enemigos  y  sujetos  indeseables  por  parte  de  la 

dictadura que se instaur  en el pa s.ó í

Agregan que entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de septiembre 

de 1974, en raz n de lo dispuesto en el Decreto Ley N  3/1973, en relaci nó ° ó  

con el  Decreto Ley N  5/1973, la Junta de Gobierno coloc  a todo el° ó  

territorio del Estado bajo estado de sitio, asimil ndolo a un estado de guerraá  

para efectos de la penalidad y dem s efectos legales  (sic). Dicho estado se“ á ”  

prolong  en el tiempo desde el 11 de septiembre de 1974 hasta el 10 deó  

septiembre de 1975, de conformidad con los decretos leyes N  641 y Nº º 

922.

As , sostienen que las consecuencias de la aplicaci n de estos textosí ó  

normativos  fueron  grav simas,  ya  que  se  aplic  penalidad  agravada  queí ó  

deriv  en muchos casos en pena de muerte (C digo de Justicia Militar yó ó  

penalidad de tiempo de Guerra), se constituyeron Consejos de Guerra, la 

Excma. Corte Suprema de Justicia fue inhibida de revisar esos procesos, los 

procedimientos se hicieron sumarios, recort ndose as  las posibilidades deá í  

defensa jur dica.í

Agregan que quienes se vieron sometidos a estos procesos militares en 

tiempos de guerra, regidos por el C digo de Justicia Militar, no s lo fueronó ó  
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civiles, sino que tambi n personas que formaban parte del fuero castrense é –

ya sea pertenecientes al Ej rcito de Chile, a la Fuerza A rea de Chile, a laé é  

Armada de Chile y a Carabineros de Chile-, entre ellos, sus representados.

Relatan  que  bajo  ese  escenario,  sus  representados,  junto  a  otras 

personas pertenecientes a la Fuerza A rea de Chile, fueron sometidos a uné  

Consejo  de  Guerra  de  la  referida  instituci n,  por  diversas  falsasó  

imputaciones, entre ellas, la falsa imputaci n de traici n a la Patria, en laó ó  

causa rol N  1-73, de la Fiscal a de Aviaci n, caratulado Aviaci n contraº í ó “ ó  

Bachelet  y  otros ,  y  que,  tras  ser  detenidos  y  encerrados  injusta  e”  

ilegalmente  en  determinados  recintos  institucionales;  fueron  sometidos  a 

m ltiples actos tortuosos, crueles e inhumanos, tanto de car cter f sico comoú á í  

ps quico,  ejecutados  por  sus  ex  compa eros  de  armas;  y  luego,  fueroní ñ  

juzgados y condenados a diversas penas privativas de libertad, por diversos 

delitos militares, las que luego fueron conmutadas por otras y, en algunos 

casos, como se detallar  seguidamente, a algunos de nuestros representadosá  

les fue concedido un indulto espec ficamente a don Jorge Adolfo Dixon– í  

Rojas y a don Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky.é é

Cabe se alar,  tambi n,  que previo a la  dictaci n de las  se aladasñ é ó ñ  

condenas, por decisi n contenida en el Decreto Supremo (Av.) N  769, deó º  

26 de octubre de 1973, la autoridad militar dispuso el retiro absoluto de la 

Fuerza A rea de Chile de don Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky y de doné é é  

scar Alejandro Navarro Valdivia, a partir del 31 de octubre de 1973. EnÓ  

el caso, de don Jorge Adolfo Dixon Rojas, don Ricardo Arturo Navarro 

Valdivia y don Pedro Segundo Pons Sierralta, la autoridad militar dispuso el 

retiro absoluto de los tres del servicio de la Fuerza A rea de Chile, medianteé  

el Decreto Supremo (Av.) N  810, de 07 de noviembre de 1973, a contarº  

del  d a  30  de  noviembre  del  mismo  a o.  En  todas  las  situaciones,  lasí ñ  

decisiones de retiro absoluto fueron adoptadas sin existir cargos ni sumario 

administrativo  en  contra  de  ellos,  que  justificara  la  adopci n  de  dichasó  

resoluciones. 

A aden que el retiro absoluto de la instituci n de sus representados,ñ ó  

mediante  los  espurios  decretos  supremos  antes  especificados,  entre  sus 

efectos, determin  que ellos ya no pudiesen impetrar los derechos de losó  
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cuales eran titulares, en su calidad de funcionarios de su arma y rango, e 

incluso en su calidad de exfuncionarios, siendo uno de estos derechos los de 

car cter previsional, y espec ficamente el derecho a impetrar una pensi n deá í ó  

vejez, que se pod a y puede- impetrar luego de 20 a os de permanenciaí – ñ  

continua  en  la  instituci n.  Enfatizan  en  que  si  no  hubiesen  sido  ellosó  

exonerados de su instituci n del modo en que los hechos acaecieron, seg nó ú  

se han descrito, lo m s probable, es que ellos hubiesen permanecido en laá  

instituci n.ó

A continuaci n se refieren a la situaci n particular de cada uno de losó ó  

demandantes.

1) Respecto a don Jorge Adolfo Dixon Rojas, se alan que el 15 deñ  

octubre de 1973, entonces subteniente de la Fuerza A rea de Chile, fueé  

detenido  por  agentes  del  Estado,  junto  a  don  Pedro  Pons  Sierralta,  en 

circunstancias en que ambos fueron llamados para presentarse en la Base 

A rea de Colina, emplazada en la Regi n Metropolitana, para participar ené ó  

un interrogatorio judicial, en el contexto de la causa ya se alada.  Luego fueñ  

llevado  a  la  Academia  Polit cnica  Aeron utica  (en  adelante,  APA),é á  

instituci n de estudios superiores de la Fuerza A rea de Chile, en la cual fueó é  

sometido a torturas f sicas y sicol gicas, y posteriormente a la Academia deí ó  

Guerra A rea (en adelante, AGA), ubicada en avenida Las Condes de laé  

comuna  hom nima,  recinto  habilitado  como  lugar  de  detenci n,ó ó  

interrogatorios y tortura, y que pertenec a a la Fuerza A rea de Chile. Elí é  

interrogatorio  trat  sobre  el  viaje  de  instrucci n  de  su  promoci n  deó ó ó  

oficiales,  en  mayo  de  ese  a o,  el  que  le  hab a  permitido  conocer  lañ í  

Rep blica  Popular  de  China,  y  adem s,  otros  temas  relativos  a  suú á  

desempe o acad mico,  y  a  las  conversaciones  sostenidas  con el  Capit nñ é á  

Vergara,  ayudante  del  General  don  Alberto  Bachelet,  quien,  a  su  vez, 

estuvo  a  cargo  de  la  Secretar a  Nacional  de  Distribuci n  (SND),  delí ó  

Gobierno  de  don  Salvador  Allende  Gossens.  Mientras  se  encontraba 

detenido  fue obligado a firmar un documento que recog a declaracionesí  

que  nunca  efectu  y  en  que  confesaba  su  participaci n  en  conductasó ó  

criminales  en  las  cuales  l  nunca  hab a  intervenido.  Luego continu  sué í ó  

detenci n en diferentes recintos.ó
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Refieren  que  las  imputaciones  que  se  dirigieron  en  su  contra 

guardaban  relaci n  con  el  presunto  y  falso  plan  consistente  en  haceró  

explosionar  la  APA;  y,  con  su  participaci n  en  reuniones  pol ticas,ó í  

celebradas  con sus  compa eros  don scar  Alejandro  Navarro,  don Josñ Ó é 

Rub n Grinblatt  y  don Pedro  Pons,  lo  cual  fue  informado por algunosé  

medios de comunicaci n de la poca.ó é

Por sentencia definitiva de fecha 30 de julio de 1974, del Consejo de 

Guerra  de  la  Fuerza  A rea  de  Chile,  la  cual  se  bas  en  declaracionesé ó  

obtenidas bajo tormentos, fue condenado a la pena de 4 a os de presidioñ  

militar  menor  en  su  grado  m ximo  y  a  las  sanciones  accesorias  deá  

inhabilitaci n  absoluta  perpetua  para  derechos  pol ticos  y  la  deó í  

inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicos durante el tiempo de laó ú  

condena, por su participaci n en calidad de autor del delito de conspiraci nó ó  

para la sedici n, tipificado y sancionado en el art culo 278 del C digo deó í ó  

Justicia Militar.

Por  sentencia  de  26  de  septiembre  de  1974,  dictada  por  José 

Berdichewsky  Scher,  a  la  poca  General  de  Brigada  A rea  (A),  yé é  

Comandante del Comando de Combate y Juez de Aviaci n, la decisi n deló ó  

tribunal a quo fue confirmada, con declaraciones, siendo condenado a la 

pena de 541 d as de reclusi n militar menor en su grado medio, como autorí ó  

del delito de incumplimiento de deberes militares.

Por  Decreto  Exento  N  1.611,  de  30  de  octubre  de  1974,  se  le°  

concedi  un  indulto  junto  al  subteniente  don  Jos  Rub n  Grinblatt,ó é é  

egresando el  31 de octubre del  a o indicado,  del  recinto Anexo C rcelñ á  

Capuchinos.

Tras egresar de su cautiverio y recuperar su libertad, en abril de 1975 

se traslad  a la ciudad de Calgary, en Canad , lugar en el cual vivi  junto aó á ó  

su familia por algunos a os, para luego retornar a Chile en julio de 1990,ñ  

viviendo actualmente en la ciudad de Santiago.

2)  Respecto de don  Jos  Rub n  Grinblatt  Derezunskyé é ,  exponen 

que ste con fecha 1 de octubre de 1973, fue detenido por agentes delé  

Estado,  junto  a  don  scar  Navarro  Valdivia,  en  circunstancias  en  queÓ  
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ambos fueron llamados para presentarse en la Escuela de Aviaci n, de laó  

Fuerza A rea de Chile, para participar en un interrogatorio judicial, en elé  

marco  del  proceso  judicial  ya  individualizado.  Permaneci  privado  deó  

libertad en la Escuela de Aviaci n, en la AGA y en la C rcel P blica deó á ú  

Santiago, lugares en los cuales fue sometido a diversos interrogatorios, bajo 

tortura  ejercida por sus  captores,  y  a  otros  tratos  crueles,  inhumanos  y 

degradantes.  Luego,  el  29 de junio de 1974,  fue trasladado junto a sus 

compa eros al Anexo C rcel Capuchinos.ñ á

Refieren  que  las  imputaciones  dirigidas  en  su  contra  guardaban 

relaci n  con  su  participaci n  en  reuniones  pol ticas,  celebradas  con  susó ó í  

compa eros don scar Alejandro Navarro, don Jorge Dixon y don Pedroñ Ó  

Pons;  y,  con su  participaci n,  junto  a  don  scar  Navarro,  en  un  planó Ó  

destinado a seguir y atentar en contra de oficiales de mayor jerarqu a de laí  

APA, todo lo cual fue informado por algunos medios de comunicaci n de laó  

poca.é

Agregan que por sentencia definitiva de fecha 30 de julio de 1974, del 

Consejo de Guerra de la Fuerza A rea de Chile, dictada en la causa yaé  

se alada,  la  cual se bas  en declaraciones obtenidas bajo tormentos,  fueñ ó  

condenado a la  pena de 4 a os de presidio militar menor  en su gradoñ  

m ximo,  y  a  las  accesorias  de  inhabilitaci n  absoluta  perpetua  paraá ó  

derechos  pol ticos  y  la  de  inhabilitaci n  absoluta  para  cargos  y  oficiosí ó  

p blicos durante el tiempo de la condena, por su participaci n en calidadú ó  

de autor del delito de conspiraci n para la sedici n, tipificado y sancionadoó ó  

en el art culo 278 del C digo de Justicia Militar. Luego, por sentencia de 26í ó  

de septiembre de 1974, dictada por Jos  Berdichewsky Scher, a la pocaé é  

General de Brigada A rea (A), y Comandante del Comando de Combate yé  

Juez  de  Aviaci n,  la  decisi n  del  tribunal  a  quo  fue  confirmada,  conó ó  

declaraciones, siendo condenado a la pena de 541 d as de reclusi n militarí ó  

menor, en su grado medio. Por Decreto Exento N  1611, de 30 de octubre°  

de 1974, se le concedi  un indulto.Tras egresar de su cautiverio, se trasladó ó 

a Tel Aviv, en la Rep blica de Israel, lugar en el cual tiene actualmente suú  

domicilio.
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3) En relaci n a don  ó scar Alejandro Navarro ValdiviaÓ , refieren 

que ste fue detenido por agentes del Estado el d a 1 de octubre de 1973,é í  

siendo llamado para presentarse en la Escuela de Aviaci n, de la Fuerzaó  

A rea de Chile, para participar en un interrogatorio judicial, en el marcoé  

del proceso judicial ya individualizado. Permaneci  privado en libertad en laó  

Escuela de Aviaci n, en la AGA y en la C rcel P blica de Santiago, lugaresó á ú  

en los cuales fue sometido a diversos interrogatorios, bajo tortura ejercida 

por sus captores. Luego, el 29 de junio de 1974, fue trasladado junto a sus 

compa eros al Anexo C rcel Capuchinos.ñ á

A aden  que   las  imputaciones  dirigidas  en  su  contra  guardabanñ  

relaci n con su participaci n en reuniones pol ticas, y, con su participaci nó ó í ó  

en un plan destinado a seguir y atentar en contra de oficiales de mayor 

jerarqu a de la APA, todo lo cual fue informado por algunos medios deí  

comunicaci n de la poca.ó é

Por sentencia definitiva de fecha 30 de julio de 1974, del Consejo de 

Guerra de la Fuerza A rea de Chile, dictada en la causa ya se alada, laé ñ  

cual se bas  en declaraciones obtenidas bajo tormentos, fue condenado a laó  

pena de 5 a os de presidio militar menor en su grado m ximo, y a lasñ á  

accesorias de inhabilitaci n absoluta perpetua para derechos pol ticos y la deó í  

inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicos durante el tiempo de laó ú  

condena, por su participaci n en calidad de autor del delito de conspiraci nó ó  

para la sedici n, tipificado y sancionado en el art culo 278 del C digo deó í ó  

Justicia Militar. Luego, por sentencia de 26 de septiembre de 1974, dictada 

por Jos  Berdichewsky Scher, a la poca General de Brigada A rea (A), yé é é  

Comandante del Comando de Combate y Juez de Aviaci n, la decisi n deló ó  

tribunal a quo fue confirmada, con declaraciones, siendo condenado a la 

pena de 600 d as de reclusi n militar menor en su grado medio.í ó

4) Respecto a don Ricardo Arturo Navarro Valdivia, se alan queñ  

ste con fecha 06 de octubre de 1973, en la Base A rea Cerro Moreno  deé é “ ”  

Antofagasta,  Regi n  de  Antofagasta,  y  espec ficamente  en  el  casino  deó í  

oficiales,  fue  detenido  por  miembros  del  Servicio  de  Inteligencia  de  la 

Fuerza A rea de Chile. Luego de su detenci n, fue trasladado al cuartel deé ó  
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la Polic a de Investigaciones emplazado en tal ciudad, y despu s de unosí é  

d as, fue llevado a la C rcel P blica de Antofagasta.í á ú

Posteriormente, fue trasladado a Santiago en un avi n y dejado en laó  

AGA. Despu s de innumerables interrogatorios, fue derivado a la APA y,é  

seguidamente, fue llevado a la C rcel P blica de Santiago. En los referidosá ú  

lugares en que la v ctima permaneci  privada de libertad, fue sometida aí ó  

diversos interrogatorios, bajo tortura ejercida por sus captores, y adem s, aá  

otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. Luego de un tiempo, el 29 de 

junio  de  1974 fue  trasladado al  Anexo  C rcel  Capuchinos,  junto  a  susá  

compa eros.ñ

Exponen que por sentencia definitiva de fecha 30 de julio de 1974, 

del Consejo de Guerra de la Fuerza A rea de Chile, dictada en la causa yaé  

se alada,  la  cual se bas  en declaraciones obtenidas bajo tormentos,  fueñ ó  

condenado a la pena de 15 a os y 1 d a de presidio militar mayor en suñ í  

grado m ximo y a las accesorias de inhabilitaci n absoluta perpetua paraá ó  

derechos pol ticos y para cargos y oficios p blicos y la de inhabilitaci ní ú ó  

absoluta para profesiones titulares durante el tiempo de la condena, por su 

participaci n  en  calidad  de  autor  del  delito  de  traici n,  tipificado  yó ó  

sancionado en el art culo 245 N  1 del C digo de Justicia Militar, en gradoí ° ó  

de desarrollo consumado. Tras la dictaci n de esa sentencia, fue llevado a laó  

Penitenciar a  de  Santiago.  Por  sentencia  de  26  de  septiembre  de  1974,í  

dictada por Jos  Berdichewsky Scher, a la poca General de Brigada A reaé é é  

(A),  y  Comandante  del  Comando  de  Combate  y  Juez  de  Aviaci n,  laó  

decisi n  del  tribunal  a  quo  fue  confirmada,  con  declaraciones,  siendoó  

condenado a la pena de cinco a os y un d a de presidio mayor en su gradoñ í  

m nimo. Una vez pronunciada esta decisi n, se dispuso el cumplimiento deí ó  

su pena en el Anexo C rcel Capuchinos, de esta ciudad.á

La pena anterior fue conmutada por la pena de extra amiento, porñ  

Decreto N  376, de 18 de agosto de 1975, adoptado por Augusto Pinochetº  

Ugarte, General del Ej rcito. Tras egresar de su cautiverio en Chile, el 04é  

de septiembre de 1975 sali  del pa s rumbo a Rumania, pa s en el queó í í  

cumpli  el saldo pendiente de su pena.ó
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5)  En  relaci n  al  demandante  ó Pedro  Segundo  Pons  Sierralta, 

indicaron que ste fue detenido el d a 15 de octubre de 1973, por agentesé í  

del  Estado,  siendo  llamado  a  presentarse  en  la  Base  A rea  de  Colina,é  

emplazada en la Regi n Metropolitana, para participar en un interrogatorioó  

judicial, en el contexto de la causa judicial en tiempo de guerra ya se alada.ñ  

Permaneci  privado en libertad en la referida Base A rea de Colina, en laó é  

APA, en la AGA y en el C rcel P blica de Santiago, lugares en los cualesá ú  

fue  sometido  a  diversos  interrogatorios,  bajo  tortura  ejercida  por  sus 

captores, y adem s, a otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. Luego,á  

el 29 de junio de 1974, fue trasladado junto a sus compa eros al Anexoñ  

C rcel Capuchinos.á

Las imputaciones  que se le dirig an al igual que en el caso de losí  

dem s demandantes, guardaban relaci n con su participaci n en reunionesá ó ó  

pol ticas,  celebradas con sus compa eros don Jos  Rub n Grinblatt,  doní ñ é é  

Jorge Dixon y don scar Alejandro Navarro, lo cual fue informado porÓ  

algunos medios de comunicaci n de la poca.ó é

Relatan que por sentencia definitiva de fecha 30 de julio de 1974, del 

Consejo de Guerra de la Fuerza A rea de Chile, dictada en la causa yaé  

se alada, basada en testimonios obtenidos bajo tortura, fue condenado a lañ  

pena de 4 a os de presidio militar menor en su grado m ximo, y a lasñ á  

accesorias de inhabilitaci n absoluta perpetua para derechos pol ticos y la deó í  

inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicos durante el tiempo de laó ú  

condena, por su participaci n en calidad de autor del delito de conspiraci nó ó  

para la sedici n, tipificado y sancionado en el art culo 278 del C digo deó í ó  

Justicia Militar. Agregan que por sentencia de 26 de septiembre de 1974, 

dictada por Jos  Berdichewsky Scher, a la poca General de Brigada A reaé é é  

(A),  y  Comandante  del  Comando  de  Combate  y  Juez  de  Aviaci n,  laó  

decisi n  del  tribunal  a  quo  fue  confirmada,  con  declaraciones,  siendoó  

condenado a la pena de 541 d as de reclusi n militar menor en su gradoí ó  

medio.

Agregan que el reconocimiento de los demandantes en su condici nó  

de v ctimas por parte del Estado de Chile se encuentra en la n mina deí ó  

v ctimas reconocidas que obra en el Informe elaborado por la Comisi ní ó  
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Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura del a o 2004, tambi n conocidaó í ñ é  

como Comisi n Valech , en la que figuran don Jorge Adolfo Dixon Rojas“ ó ”  

(N  7.407), don scar Alejandro Navarro Valdivia (N  16.668), don Ricardoº Ó º  

Arturo Navarro Valdivia (N  16.669) y don Pedro Segundo Pons Sierraltaº  

(N  19.419).  Por  su  parte,  don  Jos  Rub n  Grinblatt  Derezunsky  fueº é é  

reconocido como v ctima de prisi n pol tica y tortura, el a o 2011, por laí ó í ñ  

Comisi n Asesora para la calificaci n de detenidos desaparecidos, ejecutadosó ó  

pol ticos y v ctimas de prisi n pol tica y tortura, seg n consta en la n minaí í ó í ú ó  

respectiva (N  3.765).º

A continuaci n describe aspectos relevantes de la sentencia dictadaó  

con  fecha  02  de  septiembre  de  2015  por  la  Corte  Interamericana  de 

Derechos  Humanos,   respecto  de  otros  condenados,  en  el  caso  Omar“  

Humberto Maldonado Vargas y otros  v/s Chile, en que  dicho organismo 

hace responsable a este ltimo de la violaci n del derecho a las garant asú ó í  

judiciales,  por  la  excesiva  demora  en  iniciar  una  investigaci n  y  por  laó  

ausencia de recursos para revisar las sentencias de condena en su contra. 

Asimismo,  hacen  referencia  a  la  sentencia  de  la  Excma.  Corte 

Suprema de Justicia en la causa Rol Ingreso N  27.543-2016. En raz n de° ó  

dicha  sentencia  emanada  del  m ximo  tribunal  regional  de  derechosá  

humanos, el entonces fiscal judicial de la Excma. Corte Suprema de Justicia, 

don Juan Escobar Zepeda, interpuso un recurso de revisi n en contra de lasó  

sentencias dictadas el 30 de julio de 1974 y el 27 de enero de 1975, por el 

Consejo de Guerra de la Fuerza A rea de Chile, por los delitos de traici né ó  

a la Patria, en el marco del proceso Rol 1-73 de la Fiscal a de Aviaci n, elí ó  

que motiv  la formaci n de la causa rol ingreso N  27.543-2016, de nuestraó ó º  

Excma.  Corte  Suprema  de  Justicia,  caratulada  Juan  Escobar  Zepeda“  

(Fuerza A rea de Chile contra Bachelet y Otros ). El recurso impetrado fueé ”  

acogido  el  d a  03  de  octubre  de  2016  por  el  M ximo Tribunal  de  laí á  

Rep blica, el que, adem s, declar  la nulidad de las sentencias dictadas enú á ó  

contra de todos los condenados, y asimismo, declar  la inocencia de todosó  

ellos,  encontr ndose  entre  ellos  sus  representados.  Agregan  que  en  esteá  

ltimo  fallo,  adem s,  se  consider  que  las  v ctimas  fueron  sometidas  aú á ó í  
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torturas y a privaciones ileg timas de libertad, lo cual fue un argumentoí  

sustantivo para la resoluci n del asunto.ó

As  las cosas, enfatizan en que los hechos perpetrados en la personaí  

de sus  representados,  adem s de constituir  delitos  de secuestro calificadoá  

-tipificado y sancionado en el art culo 141 del C digo Penal- y de aplicaci ní ó ó  

de tormentos tipificado en el art culo 150 del C digo Penal- cometidos en– í ó  

perjuicio de ellos, conforme nuestra legislaci n interna vigente a la poca deó é  

comisi n  de  los  hechos,  a  la  luz  del  derecho  internacional  configuranó  

cr menes de guerra y cr menes de lesa humanidad.í í

Asimismo, sostienen que el art culo 38, inciso 2 , de la Constituci ní º ó  

Pol tica de la  Rep blica de 1980,  se ala que cualquier  persona que seaí ú ñ  

lesionada en sus derechos por el Estado, podr  reclamar ante los tribunalesá  

de justicia. Este precepto consagra una verdadera acci n constitucional paraó  

hacer efectiva la responsabilidad de los organismos del Estado, cuando estos, 

por  su  actividad,  provoquen  un  da o  a  una  persona,  ya  sea  natural  oñ  

jur dica.í  El  fundamento  b sico  de  esta  responsabilidad  legal  oá  

extracontractual  del  Estado  est  contenido  en  diversas  disposiciones  deá  

rango  constitucional,  supraconstitucional  y  tambi n  legal,  y  todas  ellasé  

-cuando menos-  son normas  propias  del  mbito  del  derecho  p blico.  Aá ú  

continuaci n citas las normas de los art culos 4, 5  inciso 2, 6 y 7 de laó í °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

En  cuanto  a  la  responsabilidad  del  Estado  a  la  luz  del  derecho 

internacional,  cita  como  disposiciones  de  las  cuales  se  desprende,  entre 

otros, los art culos 3.K, 16, 17, 32, 44, 45, 46 y 136, todos de la Carta de laí  

Organizaci n de los Estado Americanos, en concordancia con los preceptosó  

que integran la Carta de las Naciones Unidas, la Declaraci n Americana deó  

los  Derechos  y  Deberes  del  Hombre,  la  Declaraci n  Universal  de  losó  

Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos,í  

y de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos.ó

 A continuaci n,  se pronuncian sobre la  improcedencia  de aplicaró  

normas y principio de derecho privado a los casos de responsabilidad del 

estado por delitos de lesa humanidad. En efecto, sostienen que la resoluci nó  
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jur dica del caso sub lite requiere la aplicaci n arm nica de la Constituci ní ó ó ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  de  1980,  de  los  tratados  internacionales  sobreí ú  

derechos humanos y de la Ley de Bases Generales de la Administraci n deló  

Estado,  y  que  por  tanto,  en  este  conflicto  son  improcedentes  las  reglas 

propias del derecho de da os, contenidas en el C digo Civil, toda vez queñ ó  

dicho estatuto se construye sobre premisas y principios diferentes a los del 

derecho  p blico  y  al  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,ú  

constituyendo un error la aplicaci n de normas de Derecho Privado, a lasó  

situaciones  en  que  se  persigue  la  responsabilidad  del  Estado  por  actos 

da osos  que  constituyen  cr menes  de  derecho  internacional,  como  losñ í  

cr menes  de  guerra  y  los  cr menes  de  lesa  humanidad,  ya  que  ambosí í  

estatutos  difieren  en  su  naturaleza  y  fines,  y  est n  destinados  a  otrasá  

conductas e intereses.

Luego, y relacionado con lo anterior, alegan la imprescriptibilidad de 

las acciones judiciales en casos de responsabilidad del Estado por delitos de 

lesa humanidad. As , enfatizan en que el hecho que la materia de qu  trataí é  

la  presente  causa  quede  gobernada  bajo  normas  de  car cter  p blico  eá ú  

internacional  -por  sobre  las  meramente  privadas-,  implica  reconocer  la 

autonom a  y  org nica  particularidad  del  complejo  normativo  de  losí á  

derechos  humanos,  de  modo  tal  que  no  solo  cabe  afirmar  el  car cterá  

objetivo  de  la  responsabilidad  del  Estado,  sino  que  adem s,  laá  

imprescriptibilidad de las acciones patrimoniales derivadas de las violaciones 

a los derechos humanos.

 Seguidamente, realiza citas a diversos fallos dictados por la Excma. 

Corte Suprema de Justicia sobre casos de responsabilidad de Estado por 

cr menes de derecho internacional, concluyendo a partir de ellos, que ení  

este caso la reparaci n de los demandantes deber a expresarse en que laó í  

Judicatura  interna  acogiese  la  acci n  civil  incoada  con  ese  prop sito,  yó ó  

ordene indemnizar el da o moral causado a sus representados, pues esa esñ  

la nica conclusi n a la que se puede arribar, si se considera que los hechosú ó  

que dan vida a esta demanda son, precisamente, las actuaciones cometidas 

por agentes del Estado de Chile,  que constituyen un crimen de derecho 
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internacional, y que afectaron la libertad personal y la integridad f sica deí  

las v ctimas, caus ndoles un da o sustantivo.í á ñ

En cuanto a los da os perseguidos, este corresponde al da o moralñ ñ  

padecido por cada uno de sus representados, que se expresa en el dolor, 

sufrimiento,  angustia,  sensaci n de p rdida, rabia e impotencia ante unaó é  

situaci n injusta e ileg tima, que a las v ctimas les ha tocado soportar.  ó í í La 

dolorosa situaci n a la que ellos se han visto enfrentados, configura un claroó  

da o moral que, seg n la dogm tica jur dica y la jurisprudencia nacional eñ ú á í  

internacional,  amerita  ser  reparado,  mediante  la  indemnizaci n,  el  queó  

aval an en la suma de $800.000.000 para cada uno de los demandantes, oú  

la suma que el tribunal fije conforme al m rito del proceso, con reajustes eé  

intereses.

En el primer otros , y sustentada en los mismos hechos ya rese ados,í ñ  

interponen demanda de nulidad de derecho p blico del Decreto Supremoú  

(Av.)  N  769,  de 26 de octubre de 1973,  incluido en el  Bolet n Oficialº í  

Reservado, por el cual se dispone el retiro absoluto del servicio de la Fuerza 

A rea de Chile,  con fecha 31 de octubre de 1973,  de don Jos  Rub né é é  

Grinblatt  Derezunsky  y  de  don  scar  Alejandro  Navarro  Valdivia,  yÓ  

Decreto Supremo (Av.) N  810, de 07 de noviembre de 1973, que dispuso elº  

retiro absoluto del servicio de la Fuerza A rea de Chile, con fecha 30 deé  

noviembre de 1973, de don Jorge Dixon Rojas, don Pedro Pons Sierralta y 

don Ricardo Navarro Valdivia; y, de declaraci n de derechos previsionales,ó  

espec ficamente del derecho del representados a una pensi n de vejez noí ó  

contributiva  y  desahucio  por  intermedio  del  sistema  previsional  de  las 

Fuerzas Armadas de la Rep blica, conforme lo dispuesto en los art culos 6 yú í  

7 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Se alan que de no mediar las decisiones por las cuales se dispuso elñ  

retiro absoluto de sus representados de la instituci n, contenidas en  losó  

Decretos  ya  enunciados,  ellos  podr an  haber  permanecido  en  la  Fuerzaí  

A rea de Chile y proseguir con su carrera funcionaria y militar, accediendoé  

y haciendo efectivo,  entre  otros  derechos,  los  derechos previsionales  que 

pudiesen haber impetrado, una vez cumplido el tiempo de permanencia en 

la instituci n. Entre estos derechos est  la pensi n de vejez no contributiva yó á ó  
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desahucio por intermedio del sistema previsional de las Fuerzas Armadas de 

la Rep blica, el cual pod an y pueden- hacer efectivo tras cumplir 20 a osú í – ñ  

de desempe o continuo en la instituci n, y por tanto, que corresponde, enñ ó  

justicia, que se declare la existencia de sus derechos previsionales, estimando 

que sus representados s  cuentan con el tiempo requerido para impetrarlos.í

SEGUNDO: Que, a folio 10,  el demandado procedi  a contestar laó  

demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  interpuesta  a  lo  principal,ó  

solicitando  su  total  rechazo,  con  costas,  en  atenci n  a  las  excepciones,ó  

alegaciones y defensas que se rese an en los p rrafos siguientes.ñ á

En primer lugar, opone la excepci n de reparaci n integral o de pagoó ó  

de  la  suma  que  se  demanda  en  autos,  atendidas  las  reparaciones  ya 

otorgadas  a  los  familiares  de  v ctimas  de  violaciones  a  los  Derechosí  

Humanos, En efecto, sostiene que no resulta posible comprender el r gimené  

jur dico de las reparaciones por infracciones a los Derechos Humanos si noí  

se  posicionan  correctamente  en  el  panorama  jur dico  nacional  eí  

internacional. En efecto, dicha comprensi n s lo puede efectuarse al interioró ó  

y desde  lo que ya es com n considerar; el mbito de la llamada Justicia– – ú á “  

Transicional . S lo desde esa ptica puede mirarse en mejores condiciones” ó ó  

los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria.

Contin a su defensa, se alando que el denominado dilema justiciaú ñ “  

versus  paz  es,  sin  lugar  a  dudas,  uno  de  los  pilares  sobre  los  cuales”  

descansa el edificio de aquella justicia transicional. Argumentos en favor de 

amnist as generales que porten la necesaria tranquilidad a un pa s, debení í  

lidiar con la imperiosa necesidad de que una sociedad se mire a s  misma yí  

reconozca  los  errores  del  pasado  para  as  pronunciar  aquel  imperiosoí  

nunca m s . En esta perspectiva, las transiciones son, y han sido siempre,“ á ”  

medidas  de  s ntesis  mediante  las  cuales  determinadas  sociedades,  ení  

espec ficos momentos hist ricos, definen las proporciones de sacrificio de losí ó  

bienes en juego al interior de aquel profundo dilema.

Por otro lado, sostiene que no debe olvidarse que desde la perspectiva 

de las v ctimas, la reparaci n de los da os sufridos juega un rol protag nicoí ó ñ ó  

en el reconocimiento de aquella medida de justicia por tantos a os buscada.ñ  
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Mal que mal el xito de los procesos penales se concentra s lo en el castigoé ó  

a los  culpables  no preocup ndose del  bienestar  de las  v ctimas.  En esteá í  

sentido, las negociaciones entre el Estado y las v ctimas revelan que trasí  

toda reparaci n existe una compleja decisi n de mover recursos econ micosó ó ó  

p blicos, destinados a la satisfacci n de un tipo de necesidades p blicas, a laú ó ú  

satisfacci n de otras radicadas en grupos humanos m s espec ficos. Agregaó á í  

que  la  diversidad  de  contenidos  que  las  comisiones  de  verdad  y 

reconciliaci n proponen como programas de reparaci n, a saber, beneficiosó ó  

educacionales, de salud, gestos simb licos u otras medidas an logas, diversasó á  

a la simple entrega de una cantidad de dinero, son expresi n del concursoó  

de  intereses  que  confluyen  en  la  materia  y  resultado  de  complejas 

negociaciones entre las partes, para finalmente privilegiar la compensaci nó  

de algunos da os y excluir otros, o fijar legalmente, luego de un consensoñ  

p blico, montos, medios de pago o medidas de da o.ú ñ

A  continuaci n  desarrolla  un  ac pite  denominado  complejidadó á “  

reparatoria , en el que expone que entre los objetivos a los que se aboc” ó 

preferente el gobierno del  se or Aylwin, en lo que respecta a la justiciañ  

transicional, se encontraba la provisi n de reparaciones para los afectados.ó  

En  lo  relacionado  con  aquel  objetivo,  la  llamada  Comisi n  Verdad  yó  

Reconciliaci n,  tambi n llamada Comisi n  Rettig ,  en  su informe finaló é “ ó ”  

propuso  una  serie  de  propuestas  de  reparaci n  entre  las  cuales  se“ ó ”  

encontraba una pensi n nica de reparaci n para los familiares directos de“ ó ú ó  

las v ctimas  y algunas prestaciones de salud. Manifiesta que dicho informeí ”  

sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de laó ó  

Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley N  19.123,ú ó í º  

que cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, cuyoó ó ó ó  

mensaje expres  claramente que, en t rminos generales, buscaba repararó é “  

precisamente el da o moral y patrimonial que ha afectado a los familiaresñ  

directos  de  las  v ctimas .  En  el  mismo  orden  de  ideas,  se ala  que  elí ” ñ  

Ejecutivo,  siguiendo  el  referido  informe  de  la  comisi n,  entendi  poró ó  

reparaci n  un  conjunto  de  actos  que  expresen  el  reconocimiento  y  laó “  

responsabilidad que le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son 

materia de dicho Informe", por lo que la compensaci n de da os morales yó ñ  

mejora patrimonial son dos claros objetivos de estas normas reparatorias, 
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quedando patente el objetivo indemnizatorio de la referida ley durante su 

discusi n. ó

A ade  que  la  precitada  Ley  N  19.123  y  otras  normas  jur dicasñ º í  

conexas han establecido los diversos mecanismos para concretar la referida 

compensaci n, cuesti n que se ha materializado fundamentalmente a trav só ó é  

de  tres  modalidades,  a  saber:  a)  reparaciones  mediante  transferencias 

directas de dinero; b) reparaciones mediante la asignaci n de derechos sobreó  

prestaciones estatales espec ficas; y c) reparaciones simb licas.í ó

Respecto a la primera de ellas -reparaciones mediante transferencias 

directas  de  dinero-,  afirma  que  diversas  han  sido  las  leyes  que  han 

establecido este tipo de reparaciones, siendo la precitada Ley N  19.123, laº  

m s importante,  se alando que hasta diciembre de 2015,  el  Fisco hab aá ñ í  

desembolsado la suma total de $ 706.387.596.727, por tales conceptos. 

Puntualiza que la pensi n mensual es tambi n una forma de repararó é  

el perjuicio actual, pues se debe sumar las cantidades ya pagadas y las que 

se proyecten conforme una normal expectativa de vida del indemnizado, 

apreci ndose as  su impacto compensatorio, el que a su entender es bastanteá í  

alto.

Luego se ala que los demandantes han recibido beneficios al amparoñ  

de  la  Ley  19992,  sus  modificaciones  y  leyes  complementarias,  la  que 

estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficios a favoró ó ó ó  

de  las  personas  afectadas  por  violaciones  de  derechos  humanos 

individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados“ í ” 

de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. As , expone que seó í í  

estableci  una pensi n anual reajustable de $1.353.798 para beneficiariosó ó  

menores de 70 a os; de $ 1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os deñ á ñ  

edad y de $ 1.549.422, para beneficiarios mayores de 75 a os de edad. ñ

En efecto,  enfatiza en que conforme a lo informado por la Unidad 

Valech, Rettig y otras leyes reparatorias del Instituto de Previsi n Social, losó  

demandantes figuran calificados como v ctimas de Prisi n Pol tica y Torturaí ó í  

en alguno de los informes emitidos por la Comisi n Valech y que dada laó  

incompatibilidad se alada en la Ley N  19.992, optaron por renunciar a lañ º  
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pensi n  de  reparaci n  para  recibir  pensi n  no  contributiva  comoó ó ó  

exonerados  pol ticos  en  la  Caja  de  Previsi n  de  la  Defensa  Nacional.í ó  

Asimismo, que los demandantes recibieron bono compensatorio de la Ley 

N  19.992 por $3.000.000 m s el denominado Aporte nico de Reparaci nº á Ú ó  

de la Ley N  20.874, por $1.000.000.-º

A continuaci n se refiere a las reparaciones realizadas a trav s de laó é  

asignaci n de derechos sobre prestaciones estatales espec ficas o asignaci nó í ó  

de nuevos derechos. En este sentido, se concedi  a los beneficiarios tanto deó  

la  Ley  19.234  como  de  la  Ley  19.992,  el  derecho  a  gratuidad  en  las 

prestaciones m dicas otorgadas por el Programa de Reparaci n y Atenci né ó ó  

Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud del pa s. Paraí  acceder a 

estos servicios la persona debe concurrir al hospital o consultorio de salud 

correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente oficina del 

PRAIS.

Adem s del acceso gratuito a las prestaciones de la red asistencial,á  

PRAIS cuenta con un equipo de salud especializado y multidisciplinario de 

atenci n  exclusiva  a  los  beneficiarios  del  Programa.  En  la  actualidadó  

cuentan con un equipo PRAIS12 en los 29 Servicios de Salud, compuesto 

en su mayor a por profesionales m dicos psiquiatras, generales, de familia,í é  

psic logos y asistentes sociales, encargados de evaluar la magnitud del da oó ñ  

y  dise ar  un  plan  de  intervenci n  integral,  a  fin  de  dar  respuesta  alñ ó  

requerimiento  de  salud  de  los  beneficiarios.  Sin  perjuicio  de  ello,  como 

usuarios del sistema p blico de salud, los beneficiaros adquieren los derechosú  

establecidos  para  todos  los  usuarios  FONASA;  obtienen  el  derecho  de 

organizarse  y  participar  en  los  consejos  de  participaci n  que  la  ley  deó  

Autoridad Sanitaria crea, tanto en los establecimientos como a nivel de la 

red y secretar a regional, y; adquieren el derecho a organizarse y cooperarí  

con el equipo PRAIS en la difusi n del programa y en la promoci n deló ó  

resto de los Derechos Humanos. Se les ofrece asimismo apoyo t cnico yé  

rehabilitaci n f sica para la superaci n de lesiones f sicas que sean productoó í ó í  

de  la  prisi n  pol tica  o  tortura.  Igualmente  se  incluyeron  beneficiosó í  

educacionales  consistentes  en la continuidad gratuita  de estudios  b sicos,á  
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medios o superiores y tambi n beneficios en vivienda, mediante el acceso aé  

subsidios habitacionales.

A ade, en lo que respecta a reparaciones simb licas, que stas se hanñ ó é  

materializado en actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos 

que dieron lugar a aquellas violaciones, que pretende reparar, ya no a trav sé  

de un pago de dinero paliativo del dolor sino tratando de entregar una 

satisfacci n a esas v ctimas que en parte logre reparar el dolor y la tristezaó í  

actual y con ello reducir el da o moral. Al efecto, destaca la ejecuci n deñ ó  

diversas  obras  de  reparaci n  simb lica  como:  a)  La  construcci n  deló ó ó  

Memorial  del  Cementerio  General  en  Santiago,  a o  1993;  b)  Elñ  

establecimiento,  mediante  el  Decreto  N  121,  del  Ministerio  Secretar a° í  

General de la Presidencia, de 10 de octubre de 2006, del D a nacional delí  

detenido desaparecido -30 de agosto de cada a o-; c) La construcci n delñ ó  

Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, inaugurado el 11 de enero 

de  2010;  d)  El  establecimiento,  mediante  Ley  N  20.405,  del  Premio°  

Nacional  de  los  Derechos  Humanos;  y  e)  La  construcci n  de  diversosó  

memoriales y obras a lo largo de todo el pa s y en lugares especialmenteí  

importantes para el recuerdo de las infracciones a los Derechos Humanos, 

tales como Villa Grimaldi y Tocopilla, entre otras. 

Asimismo, sostiene que el Estado-Fisco de Chile tambi n ha reparadoé  

integralmente  a  los  demandantes  por  cuanto  la  sentencia  de  la  Corte 

Interamericana de Derechos Humanos de fecha 2 de septiembre de 2015, 

impuso al Estado de Chile una serie de obligaciones destinadas a reparar los 

perjuicios  sufridos,  reparaciones  que  se  encuentran  cumplidas  en  su 

totalidad,  y,  si  bien,  los  demandantes  de autos  no comparecieron como 

demandantes ante dicha Corte,  las medidas de reparaci n simb lica queó ó  

fueran decretadas y luego cumplidas por el Estado de Chile los aprovechan, 

en  tanto  se  encontraban  en  la  misma  situaci n  de  hecho,  es  decir,ó  

condenados por el Consejo de Guerra rol 1-73 caratulado Aviaci n contra“ ó  

Bachelet y otros  y que se relacionan con la investigaci n de los hechos, y” ó  

que signific  que el Estado de Chile solicitara al Fiscal Judicial de la Excma.ó  

Corte Suprema la interposici n de un recurso de revisi n, el que terminó ó ó 
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dejando sin efecto la sentencia emanada del Consejo de Guerra 1-73 en los 

autos reci n mencionados.é

Culmina este ac pite aseverando que existe identidad de causa entreá  

lo  que  se  pide  en  autos  y  las  reparaciones  realizadas,  pues  de  todo lo 

expresado puede concluirse que los esfuerzos del Estado por reparar a las 

v ctimas  de  violaciones  a  los  Derechos  Humanos  han  provistoí  

indemnizaciones  razonables  con  nuestra  realidad  financiera  y  que 

efectivamente  han  apuntado  a  compensar  a  las  v ctimas  por  los  da osí ñ  

morales y patrimoniales, por lo que los referidos mecanismos de reparaci nó  

han  compensado  precisamente  los  da os  demandados,  no  pudiendo  serñ  

exigidos nuevamente.

En un segundo ac pite, opone la excepci n de prescripci n extintiva.á ó ó  

Se ala que en la especie es aplicable el art culo 2332 del C digo Civil, enñ í ó  

relaci n con lo dispuesto en el art culo 2497 del mismo C digo, solicitandoó í ó  

que, por encontrarse prescrita la acci n intentada, se rechace la demandaó  

en  todas  sus  partes.  En  este  punto  sostiene  que  seg n  el  relato  de  laú  

demanda ocurrieron el  d a 11 de septiembre de 1973.  Por lo que,  auní  

entendiendo suspendida la prescripci n durante el per odo de la dictaduraó í  

militar, iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las v ctimasí  

o  sus  familiares  de  ejercer  las  acciones  legales  correspondientes  ante  los 

tribunales de justicia, hasta la restauraci n de la democracia, a la fecha deó  

notificaci n de la demanda, esto es, el 1 de diciembre de 2017, transcurrió ó 

en exceso el plazo de prescripci n extintiva establecido en el citado art culoó í  

2332 del C digo Civil.ó

En subsidio, en caso que el tribunal estime que la norma anterior no 

es aplicable al caso de autos, opone la excepci n de prescripci n extintivaó ó  

de 5 a os, contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, enñ í  

relaci n con el art culo 2514 del C digo Civil, ya que, entre la fecha en queó í ó  

se  habr a  hecho  exigible  el  derecho  a  indemnizaci n  y  la  fecha  deí ó  

notificaci n  de  las  acciones  civiles  que  contesta,  transcurri  el  plazoó ó  

establecido en el precitado art culo 2515.í
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Refiri ndose  a  lo  que  llama  generalidades  sobre  la  prescripci n,é ó  

afirma  que  todos  los  derechos  y  acciones  son  prescriptibles,  luego  la 

imprescriptibilidad es la excepci n y requiere siempre declaraci n expl cita,ó ó í  

la que en este caso no existe. Agrega que pretender que la responsabilidad 

del Estado sea imprescriptible, sin que medie un texto constitucional o legal 

expreso que lo disponga,  llevar a a situaciones extremadamente graves yí  

perturbadoras.

Luego  hace  referencia  general  a  las  normas  del  T tulo  XLII  delí  

C digo  Civil,  manifestando  que  dichas  disposiciones  siempre  se  hanó  

estimado aplicables a todo el derecho y no s lo al privado. Entre dichasó  

normas  destaca  el  art culo  2497,  que  manda  aplicar  las  normas  de  laí  

prescripci n a favor y en contra del Estado.ó

Sostiene  que  la  prescripci n  es  una  instituci n  estabilizadora  deó ó  

car cter  universal  y  de  orden  p blico,  que  est  establecida  en  nuestroá ú á  

ordenamiento  jur dico  con  una  perspectiva  esencialmente  pragm tica  ení á  

atenci n a que existe un bien jur dico superior que alcanzar, consistente enó í  

la  certeza en las  relaciones jur dicas  y que,  por las  mismas razones,  noí  

obedece en s  misma -como usualmente se piensa-, a una sanci n para losí ó  

acreedores y un beneficio para los deudores, sino a la protecci n del inter só é  

general ya referido. Por lo mismo, a su juicio, resulta inaceptable presentarla 

como una instituci n abusiva de exenci n de responsabilidad, contraria oó ó  

denegatoria  del  derecho  a  reparaci n  contemplado  en  la  Constituci nó ó  

Pol tica y en los Tratados Internacionales.í

Por ltimo, desestima que haya alg n conflicto entre la Constituci nú ú ó  

Pol tica y la regulaci n del C digo Civil, pues lo habr a si aquellos textosí ó ó í  

prohibieran  la  prescripci n  o  si  el  derecho  interno  no  admitiere  laó  

reparaci n v a judicial oportunamente formulada, lo que no acontece desdeó í  

que  el  ejercicio  de  las  acciones  ha  sido  posible  durante  un  n meroú  

significativo de a os, desde que los demandantes estuvieron en situaci n deñ ó  

hacerlo.

Contin a exponiendo jurisprudencia sobre la materia que avalar a lasú í  

argumentaciones hasta ahora expuestas. 
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Asimismo esgrime el contenido patrimonial de la acci n, afirmandoó  

que cualquiera sea el  origen o naturaleza de los  perjuicios,  no tiene un 

car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir un rol punitivoá á  

para el obligado al pago y su contenido es netamente patrimonial. De allí 

que, como toda acci n patrimonial, la ejercida en autos para hacer efectivaó  

la responsabilidad extracontractual del Estado, est  expuesta a extinguirseé  

por prescripci n.ó

Finalmente, en relaci n con las alegaciones expuestas en cuanto a laó  

imprescriptibilidad de la acci n patrimonial que persigue la reparaci n poró ó  

los  da os reclamados,  expone que conforme instrumentos  internacionalesñ  

tales como: a) la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de los Cr menes“ ó í  

de Guerra y Cr menes de Lesa Humanidad", aprobada por Resoluci n Ní ó ° 

2.391,  de  26  de  noviembre  de  1968,  y  en  vigor  desde  1.970;  b)  los 

Convenios  de  Ginebra  de  1949,  ratificados  por  Chile  en  1951;  c)  la“  

Resoluci n N  3.074, de 3 de diciembre de 1973, de la Asamblea Generaló °  

de  las  Naciones  Unidas,  denominada  Principios  de  Cooperaci n“ ó  

Internacional para el descubrimiento, el arresto, la extradici n y el castigoó  

de los culpables de cr menes contra la humanidad ; y d) la Resoluci n Ní ” ó ° 

60/47, de 21 de marzo de 2006, de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, que contiene los principios y directrices b sicas sobre el derecho de“ á  

las  v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  

derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones ,  se  declaran”  

imprescriptibles las acciones penales para perseguir la responsabilidad de los 

autores de los cr menes de guerra y lesa humanidad, mas nada se se alaí ñ  

respecto de la imprescriptibilidad de las acciones civiles indemnizatorias, de 

modo tal que no cabe extenderla a ellas.

Concluye que la legislaci n de la comunidad internacional es clara enó  

distinguir  entre  acciones  penales  y  las  civiles  que  nacen  de  los  mismos 

hechos;  as  es  como  dispone  que,  mientras  las  primeras  jam s  debení á  

prescribir, las segundas, en cambio, si pueden hacerlo, a menos que exista 

un tratado que as  lo contemple expresamente, lo que no acontece en laí  

especie.
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Luego, aun cuando previene de su inaplicabilidad al caso sub-lite por 

carecer de vigencia a la poca en que acontecieron los hechos, profundizaé  

en  el  an lisis  de  La  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,á ó  

se alando que no cabe duda de que la citada normativa no establece lañ  

imprescriptibilidad en materia indemnizatoria. Adem s destaca respecto deá  

esta convenci n que al efectuar la ratificaci n, conforme al inciso 2  deló ó °  

art culo 5  de la Carta Fundamental, Chile formul  una reserva en orden aí ° ó  

que  el  reconocimiento  de  la  competencia,  tanto  de  la  Comisi nó  

Interamericana de Derechos Humanos como de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, se refiere a hechos posteriores a la fecha del dep sitoó  

del instrumento de ratificaci n, de 21 de agosto de 1990, o, en todo caso, aó  

hechos cuyo principio de ejecuci n sea posterior al 11 de marzo de 1990.ó  

Por otra parte -prosigue- su art culo se encuentra ubicado en el Cap tuloí í  

VIII,  relativo  a  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos, 

espec ficamente  en  su  secci n  segunda,  referida  a  la  competencia  yí ó  

funciones  de  esa  Corte,  facultando  exclusivamente  a  esta  ltima  paraú  

imponer condenas de reparaci n de da os y, por lo mismo, no impide laó ñ  

aplicaci n  del  derecho  interno  nacional  ni  de  la  instituci n  de  laó ó  

prescripci n en Chile.ó

As ,  concluye  que  no  habiendo  norma  expresa  de  derechoí  

internacional  de  derechos  humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro 

ordenamiento jur dico, que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci ní ó  

estatal  de  indemnizar;  no  pudiendo  tampoco  aplicarse  por  analog a  laí  

imprescriptibilidad penal en materia civil, el tribunal no puede apartarse del 

claro mandato de la ley interna al resolver la contienda y aplicar las normas 

contenidas en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil, que establecen lasí ó  

reglas sobre prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado.

En un tercer ac pite se refiere al da o e indemnizaci n reclamada,á ñ ó  

se alando  que  el  da o  moral  consiste  en  la  lesi n  o  detrimento  queñ ñ ó  

experimenta una persona, en general, en sus atributos o cualidades morales. 

As , los llamados da os no patrimoniales recaen sobre elementos de dif cil oí ñ í  

imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenido no es econ mico, o aló ó  
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menos  no  directamente.  Lo  que  produce  una  imposibilidad  latente  e 

insuperable de evaluaci n y apreciaci n pecuniaria.ó ó

Afirma que,  en  t rminos  generales,  la  indemnizaci n  de  perjuiciosé ó  

tiene  por  objeto  restablecer  el  equilibrio  destruido  por  el  hecho  il cito,í  

otorgando a la v ctima un valor equivalente a la cuant a del da o sufrido,í í ñ  

para  ponerla  en  el  mismo  estado  que  ten a  antes  del  acto  da oso.í ñ  

Trat ndose  del  da o  puramente  moral,  por  afectar  a  bienes  extraá ñ  

patrimoniales o inmateriales y, por lo mismo, no apreciables en dinero, la 

indemnizaci n no hace desaparecer el da o, ni tampoco lo compensa enó ñ  

t rminos de poner a la v ctima en situaci n equivalente a la que ten a antesé í ó í  

de producirse aqu l. En consecuencia, la p rdida o lesi n producida por lé é ó é  

permanece, a pesar de la indemnizaci n. Por ende, la indemnizaci n deló ó  

da o  puramente  moral  no  se  determina  cuantificando,  en  t rminosñ é  

econ micos,  el  valor  de  la  p rdida  o  lesi n  experimentada,  sino  s loó é ó ó  

otorgando a la v ctima una satisfacci n,  ayuda o auxilio que le permitaí ó  

atenuar  el  da o,  morigerarlo  o  hacer  o  m s  soportable,  mediante  unañ á  

cantidad de dinero u otro medio, que en su monto sea compatible con esa 

finalidad meramente satisfactiva.

Agrega que, en dicha perspectiva, hay que regular el monto de la 

indemnizaci n, asumiendo la premisa indiscutida de que nunca puede seró  

una  fuente  de  lucro  o  ganancia,  sino  que  debe  ser  un  procedimiento 

destinado a atenuar los efectos o el rigor de la p rdida extra patrimonialé  

sufrida. 

Advierte,  adem s,  que  la  cifra  pretendida  en  la  demanda  comoá  

compensaci n del da o moral, resulta absolutamente excesiva teniendo enó ñ  

consideraci n las acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estadoó ó  

de  Chile  en  esta  materia,  y  los  montos  promedios  fijados  por  nuestros 

tribunales  de  justicia  que  en  este  materia  han  actuado  con  mucha 

prudencia.

Por  ltimo,  en  subsidio  de  las  alegaciones  precedentes  de  pago  yú  

prescripci n, afirma que la regulaci n del da o moral debe considerar losó ó ñ  

pagos ya realizados por el Estado y  que guardan armon a con los montosí  
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establecidos por los Tribunales.  Al efecto, precisa que, en la fijaci n deló  

da o moral por los hechos de autos, el tribunal debe considerar todos losñ  

pagos recibidos por el actor de parte del Estado conforme a las leyes de 

reparaci n  (N  19.123,  19.234,  19.992,  sus  modificaciones  y  dem só ° á  

normativa pertinente) y tambi n los beneficios extrapatrimoniales que stosé é  

cuerpos legales contemplan, pues todos ellos tuvieron por objeto reparar el 

da o moral. A su entender, no acceder a esta petici n subsidiaria implicar añ ó í  

un  doble  pago  por  un  mismo  hecho,  lo  cual  contrar a  los  principiosí  

jur dicos b sicos del derecho en orden a que no es jur dicamente procedenteí á í  

que un da o sea indemnizado dos veces.ñ

Finalmente, esgrime la improcedencia del pago de reajustes e intereses 

en  la  forma  solicitada.  Hace  presente  que  los  reajustes  s lo  puedenó  

devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la 

demanda y desde que la sentencia se encuentre firme o ejecutoriada.

Respecto de los intereses,  expone que el  art culo 1551 del  C digoí ó  

Civil establece expresamente que el deudor no est  en mora sino cuando haá  

sido  judicialmente  reconvenido  y  ha  retardado  el  cumplimiento  de  la 

sentencia.  En consecuencia, concluye que en el hipot tico caso de que elé  

tribunal decida acoger las acciones de autos y condene a su representado al 

pago  de  una  indemnizaci n  de  perjuicios,  los  reajustes  e  intereses  s loó ó  

podr n devengarse desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme yá  

su representado incurra en mora.

En  el  petitorio,  solicita  tener  por  contestada  la  demanda  civil 

deducida  en  autos  y,  en  definitiva,  acoger  las  excepciones  y  defensas 

opuestas, y rechazar la demanda en todas sus partes.

TERCERO: Que, a folio 13, la parte demandante evacu  la r plicaó é  

respecto  de  la  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  opuesta  a  loó  

principal, se alando que es improcedente la excepci n de pago  o, c moñ “ ó ” ó  

expresa  el  demandado,  de  reparaci n  satisfactiva  o  integral ,  en“ ó ”  

consideraci n a la que los demandantes ya habr an sido indemnizados enó í  

virtud de la ley  19.123 y fundamentalmente por los beneficios recibidos al 

amparo  de  las  leyes  19.234  y  19.992  y  sus  modificaciones  posteriores, 
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se alando que los  montos contemplados en dichas leyes  s lo constituyenñ ó  

pensiones de sobrevivencia por los brutales actos cometidos por el Estado en 

el per odo comprendido entre 1973 y 1990. Dichas pensiones en ning ní ú  

caso reparan ntegramente  el  dolor  experimentado por los  demandantes.í  

Con todo,  nunca un tribunal de la Rep blica ha fijado el  monto de laú  

reparaci n  que  deben  obtener  sus  representados,  por  lo  que  no  ser aó í  

entonces  un  cr dito  l quido  y  actualmente  exigible.  Conforme  con  ello,é í  

enfatiza en que es evidente que desde el punto de vista jur dico no cabeí  

acoger la excepci n alegada. Por lo dem s, menciona que los pagos  queó á “ ”  

realiza  el  Fisco  de  Chile  implican  un  acto  real  y  un  reconocimiento 

impl cito y expl cito de la responsabilidad que le cabe, extinguiendo de talí í  

manera la prescripci n de la acci n que adem s alega. M s a n reconoce eló ó á á ú  

deber de indemnizar, cuesti n que debiera hacer con el demandante.ó

A ade que, en directa relaci n a lo anterior, la ley N  19.123 que elñ ó °  

demandado esgrime como justificaci n para decir que el da o moral ya estó ñ á 

resarcido, en su art culo 2 establece que Le corresponder  especialmente aí “ á  

la  Corporaci n  ( )  Promover  la  reparaci n  del  da o  moral  de  lasó … ó ñ  

v ctimas . La palabra promover no es sin nimo de reparar, y en el caso deí ” ó  

sus  representados,  no  se  ha  reparado  ntegramente  el  da o  moral  queí ñ  

padecieron, por las brutales torturas preferidas por agentes del Estado. Lo 

anterior, porque el sentimiento de injusticia y de no haber sido reparado 

totalmente subsiste hasta el d a de hoy.í

Refiere  que,  la  propia  Ley  19.123  no  considera  incompatibles  la 

pensi n de sobrevivencia con una eventual indemnizaci n de perjuicios queó ó  

repare el  da o moral,  seg n el  tenor  inequ voco de  su art culo 24 Lañ ú í í “  

pensi n  de  reparaci n  puede  ser  compatible  con  cualquiera  otra,  deó ó  

cualquier  car cter,  de  que  goce  o  pudiere  corresponder  al  respectivoá  

beneficiario ,  entonces,  no  corresponde  descartar  la  procedencia  de  la”  

pretensi n indemnizatoria por el solo hecho de haber mediado el pago deó  

una pensi n como ocurre en este caso concreto. ó

A  continuaci n,  expone  que  le  parece  jur dicamente  insostenibleó í  

afirmar  que  las  nicas  reglas  que  existen  en  Chile  para  regular  laú  

responsabilidad  del  Estado  son  aquellas  contenidas  en  el  C digo  Civil.ó  
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Enfatiza  que  tal  afirmaci n  es  err nea  por  cuanto  trae  aparejada  laó ó  

negaci n  rotunda  de  la  validez  y  eficacia  de  otras  normas  jur dicas  deó í  

car cter constitucional, administrativo e internacional que, por lo dem s, yaá á  

han  sido  aplicadas  por  nuestros  tribunales  superiores  en  materia  de 

violaciones  graves  a  los  derechos  humanos,  incluyendo  entre  ellos,  por 

cierto,  a  la  Excelent sima  Corte  Suprema.  En  efecto,  menciona  queí  

pretender  integrar  la  ausencia  de  normativa  que  regule  la  prescripci nó  

extintiva en el caso sub lite mediante la aplicaci n anal gica de las normasó ó  

del C digo Civil, consider ndolo como derecho com n supletorio a todo eló á ú  

ordenamiento  jur dico,  resulta  exagerado  y  desproporcionado.  Ení  

consecuencia,  sostiene  que  la  ausencia  de  norma  expresa  que  regule  la 

prescripci n extintiva de las acciones de reparaci n por violaci n de losó ó ó  

derechos humanos de las personas debe ser resuelta e integrada mediante la 

interpretaci n arm nica de las  normas y principios  del  Derecho P blicoó ó ú  

tanto como del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, quedando 

proscrita  la aplicaci n anal gica de los  art culos  2332,  2514 y 2515 deló ó í  

C digo Civil,  ya  por  su naturaleza  ciertamente  sancionatoria,  ya  por  laó  

contrariedad de los fines y postulados que informan al Derecho Privado y al 

P blico,  ya  por  la  disparidad  de  las  situaciones  que  se  busca  regular:ú  

mientras el C digo Civil regula relaciones de tipo contractual vinculada aó  

un negocio com n o bien da os derivados de delitos o cuasidelitos civiles,ú ñ  

aqu  nos encontramos frente a delitos de la mayor gravedad que importaní  

una afrenta hacia la comunidad internacional en su conjunto.

CUARTO:  Que, a folio 15, el demandado evacu  el tr mite de laó á  

d plica respecto de la demanda de indemnizaci n de perjuicios, efectuandoú ó  

una transcripci n de parte de la  sentencia dictada por la Excma. Corteó  

Suprema, con fecha 16 de marzo de 2016, en que se acoge la excepci n deó  

prescripci n opuesta por el Fisco de Chile.ó

Asimismo, se ala que desde hace m s de 10 a os la Excma. Corteñ á ñ  

Suprema  ha  se alado  reiteradamente  que  en  esta  materia  se  aplica  elñ  

art culo 2332 del C digo Civil, que dispone un plazo de cuatro a os en laí ó ñ  

cual prescribe la acci n por responsabilidad extracontractual en contra deló  

Estado. Que la aplicaci n de esta norma est  regulada en el art culo 2497ó á í  
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del  mismo  cuerpo  legal,  que  se ala  expresamente  que  las  normas  deñ  

prescripci n se aplican a favor y en contra del Estado , y que tambi n haó “ ” é  

dejado  claramente  establecido  que  los  tratados  internacionales  sobre 

derechos humanos no impiden en modo alguno la aplicaci n del derechoó  

interno, espec ficamente las normas sobre prescripci n de la acci n civil. í ó ó

QUINTO: Que, a folio 10 y 21, el demandado contest  la demandaó  

de  nulidad  de  derecho  p blico  y  declaraci n  de  derechos  previsionales,ú ó  

interpuesta en el primer otros  de folio 1, solicitando su total rechazo, coní  

costas, conforme las excepciones, alegaciones y defensas que se rese an añ  

continuaci n.ó

En primer lugar, deduce la excepci n de prescripci n de la acci nó ó ó  

anulatoria. En subsidio, prescripci n de los efectos patrimoniales.ó

Es  as ,  como  sostiene  que  nuestro  C digo  Civil  es  enf tico  ení ó á  

reconocer que las reglas de prescripci n resultan aplicables al Estado. El art.ó  

2497 establece expresamente que las reglas relativas a la prescripci n se“ ó  

aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de las iglesias, de las 

municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y de los 

individuos particulares que tienen la libre administraci n de lo suyo .ó ”

Sobre esta norma cabe indicar que ella no se trata de una norma de 

derecho privado que se aplique por analog a o de forma subsidiaria a laí  

Administraci n P blica. Por el contrario, y como tantas otras (vid. Art. 589ó ú  

y siguientes),  es  esta una norma de derecho administrativo inserta en el 

C digo  de  Bello.  Su  destinatario  es  expresamente  el  Estado  y  lasó  

Municipalidades por lo que su inaplicaci n s lo puede realizarse a trav s deó ó é  

los  instrumentos  jur dicos  disponibles  en  nuestro  derecho  para  ello.  Noí  

puede, en consecuencia, simplemente desconocerse su vigencia y validez. Lo 

anterior  tambi n  se  refleja  en  la  normas  del  art culo  2521  del  mismoé í  

C digo.ó

As  las cosas, no existiendo una regulaci n especial para el caso subí ó  

lite, el plazo de prescripci n que afecta a la acci n de nulidad de derechoó ó  

p blico no puede ser otro que el de general aplicaci n para las accionesú ó  

ordinarias. De conformidad al art. 2515 del C digo Civil este es de 5 a os. ó ñ
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A ade que al lado de la acci n de nulidad de derecho p blico existenñ ó ú  

diversas  acciones contencioso-administrativas  que poseen el  mismo objeto 

que aquella  acci n  gen rica  de nulidad.  Pues  bien,  todas  estas  accionesó é  

poseen plazos extremadamente breves (desde 48 horas hasta 6 meses) dentro 

de los  cuales  deben impugnarse  los  respectivos  actos  administrativos.  La 

extremadamente  breve  caducidad  de  las  acciones  para  intentar  estas 

impugnaciones viene a justificar que la acci n general de nulidad tambi nó é  

debe estar afecta a prescripci n. Despu s de todo, no hay raz n alguna queó é ó  

justifique un tratamiento diferenciado entre todas estas acciones de nulidad.

En cuanto a la excepci n subsidiaria de prescripci n de las accionesó ó  

patrimoniales del acto impugnatorio, expone que en su caso, las normas 

civiles de prescripci n cobran mayor fuerza, pues por ellas se pretende laó  

recuperaci n  de  cantidades  de  dinero,  o  de  un  estatus  espec fico,  o  eló í  

reconocimiento  de  una  obligaci n  indemnizatoria,  entre  otras.  Estasó  

acciones, al contrario de la propiamente anulatoria, pretenden modificar las 

consecuencias  patrimoniales  generadas  por  el  acto  administrativo 

impugnado.

Refieren que sobre estas acciones, nuestra jurisprudencia esta conteste 

en que los plazos de prescripci n se aplican de manera directa. As , se haó í  

fallado que aun entendiendo que las normas constitucionales se refieren a 

actuaciones antijur dicas de la Administraci n del Estadoí ó  de ello no se sigue 

que  las  respectivas  acciones  patrimoniales  no  est n  sujetas,  a  falta  deé  

estatuto legal especial, a las reglas de prescripci n del derecho com n, puesó ú  

stas materializan un principio de certeza y seguridad jur dica que impideé í  

que pretensiones  de ese car cter subsistan indefinidamente en el  tiempo,á  

razonamiento  que  resulta,  adem s,  consistente  con  el  art culo  2497  delá í  

C digo Civil, que hace extensivas las reglas sobre prescripci n igualmente aó ó  

favor y en contra del Estado”

A  continuaci n,  sostiene  que  es  improcedente  la  acci n  por  noó ó  

concurrir causal alguna de nulidad de derecho p blico, pues del an lisis deú á  

los  antecedentes  de  la  presente  causa,  no  se  advierten  aquellos  que 

expliquen en que consiste la nulidad de derecho p blico pedida, cual es elú  

vicio cometido en la dictaci n del o los actos cuya nulidad se pretende,  yó  
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en consecuencia, enfatiza en que no concurre ninguno de los presupuestos 

establecidos por el art culo 7  de nuestra Carta Fundamental, para que elí °  

acto administrativo impugnado adolezca de la presunta nulidad de derecho 

p blico que se alega.ú

Se ala  que  la  FACH  es  una  instituci n  permanente  del  Estadoñ ó  

dependiente  del  Ministerio  de  Defensa,  y  su  personal  es  esencialmente 

profesional, jerarquizado, obediente y no deliberante, y est  sometido a uná  

Reglamento de Disciplina Especial. Asimismo, que, el Estatuto fiel Personal 

de la Fach, que regula las relaciones de sus funcionarios, se contiene en el 

DFL 1 de 1968, y en l se incluyen todas las normas acerca de la Planta yé  

Grados;  ingreso,  selecci n  y  ascensos;  antig edad;  mando y  sucesi n  deó ü ó  

mando;  calificaciones;  sueldos  y  otros  beneficios;  retiros  y  montep os;í  

desahucio; y otras disposiciones complementarias.

Dentro del T tulo IV del Estatuto, denominado "Del t rmino de laí é  

Carrera", se distingue entre las causales de retiro, las de retiro temporal y 

absoluto, y en el Cap tulo" se trata sobre "Causales de Retiro", y en elí  

p rrafo 1 se trata "De los oficiales", donde se encuentran las causales deá  

retiro absoluto de los oficiales. As , el art culo 166 del Estatuto del Personalí í  

de FACH, establece en su letra c) como causal de retiro absoluto aquellos 

oficiales o funcionarios civiles que fueren separados o suspendidos de sus 

cargos. Dentro de las sanciones disciplinarias que se pueden aplicar a los 

funcionarios de FACH, espec ficamente a los oficiales, est  la de "separaci ní á ó  

del servicio", que implica la eliminaci n del funcionario de las filas de laó  

Instituci n, dispuesta mediante un Decreto Supremo.ó

Luego, mediante Decreto Supremo N  769 de 26 de octubre de 1973°  

y mediante Decreto Supremo N  810 de fecha 07 de noviembre de 1973 laº  

Junta de Gobierno de la Rep blica de Chile, acogi  una proposici n de laú ó ó  

Comandancia  en  Jefe  de  la  Fach  dispuso  el  retiro  absoluto  de  los 

demandantes, a contar del 31 de octubre de 1973 y del 30 de noviembre de 

1973 respectivamente, en virtud de las facultades asumidas por ese rgano yó  

las disposiciones de los arts. 165 y 166 del DFL 1 de 1968 que establece el 

Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.
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En consecuencia,  refiere que conforme a las normas vigentes a la 

poca  en  que  ocurrieron  los  hechos,  y  conforme  a  las  facultades  yé  

competencias asumidas por la autoridad de dicho per odo, se dictaron losí  

decretos que se impugnan en autos, sin que concurra causal de nulidad de 

derecho p blico a su respecto. ú

Finalmente,  alega  la  improcedencia  de  la  declaraci n  de  derechosó  

previsionales solicitada por los actores. En efecto, relata que los actores al 

momento de su retiro absoluto de la Fuerza A rea de Chile detentaban elé  

grado  de  subteniente  y  conforme  a  los  certificados  de  nacimiento 

acompa ados  en autos,  los  actores  ten an entre  21 y 22 a os  de  edad.ñ í ñ  

Como se observa, eran muy j venes, encontr ndose en una situaci n muyó á ó  

lejana al  retiro  con derechos previsionales.  En ese sentido,  enfatiza que, 

conforme  a  las  caracter sticas  propias  de  la  carrera  funcionaria  en  lasí  

Fuerzas  Armadas,  no  existe  inamovilidad  alguna  que  garantice  la 

permanencia de sus funcionarios hasta su retiro con derechos previsionales. 

Por el contrario, sus integrantes se encuentran en permanente calificaci n,ó  

clasificaci n y  revisi n  de  sus  aptitudes  y  desempe os.  En consecuencia,ó ó ñ  

pretender beneficios como si hubieran cursado toda la carrera institucional, 

en circunstancias que a la fecha de su retiro detentaban entre 21 y 22 a osñ  

de edad, resulta excesivo e improcedente. As , se ala que conforme a losí ñ  

propios  argumentos  esgrimidos  por  ellos,  relativos  a  que  deben  ser 

restituidos a la situaci n anterior a la ocurrencia de los hechos, no es posibleó  

observar ni concluir que su situaci n al mes de octubre y noviembre deó  

1973  los  constituyera  como  legalmente  beneficiarios  de  los  derechos 

previsionales que reclaman.

SEXTO: Que, a folio 23, la parte demandante procedi  a evacuar laó  

r plica respecto de la demanda de nulidad de derecho p blico y declaraci né ú ó  

de derechos previsionales, se alando que las normas sobre nulidad propiasñ  

del derecho privado, deben ser aplicadas de manera excepcional cuando se 

trata de actos que emanan de la Administraci n, y la raz n de ello es clara:ó ó  

el cuerpo normativo que regula las actuaciones del Estado no es el C digoó  

Civil, sino que la Constituci n y dem s cuerpos legales que derivan de ella.ó á  

En efecto, los art culos 6 y 7 de la Constituci n Pol tica, no establecen unaí ó í  
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determinada acci n procesal encaminada a obtener la anulaci n de los actosó ó  

administrativos. Lo que configuran es el principio de legalidad que rige la 

actuaci n  de  la  Administraci n,  que  lleva  necesariamente  aparejada  laó ó  

posibilidad  de  recurrir  ante  los  tribunales  de  justicia,  para  obtener  la 

anulaci n de los actos contrarios  a derecho.   Asimismo, en cuanto a laó  

argumentaci n del demandado acusa no solo una falta de memoria hist ricaó ó  

acerca del contexto general de lo vivido en el pa s bajo el manto de terrorí  

de  una  dictadura  militar,  sino  tambi n,  la  ceguera  a  lo  vividoé  

particularmente  por  cada  actor,  latamente  relatado  en  el  escrito  de 

demanda, en que queda de manifiesto que tras egresar de sus cautiverios, y 

recuperar su libertad, se trasladaron a diferentes lugares del mundo.

De  igual  modo,  se ala  que  la  conceptualizaci n  de  la  acci n  deñ ó ó  

nulidad de derecho p blico   que realiza la defensa dista enormemente de“ ú ”  

la concepci n que forma parte de una doctrina asentada por la Excma.ó  

Corte Suprema de Justicia, de la cual basta referir fallos recientes como los 

roles ingreso N  100.752-2016,  N  100.755-2016, N  100.761-2016 y Nº º º º 

2971-2017, entre otros. En efecto, atendidas las hip tesis del art culo 7 de laó í  

Carta Fundamental, en el caso que nos convoca, se falta a la investidura 

previa porque no fue un Decreto Supremo expedido por el poder ejecutivo, 

sino por una junta de gobierno que declar  estado de guerra interna, sinó  

respeto  ni  siquiera  a  los  Convenios  de  Ginebra;  Consecuencialmente, 

tampoco  se  actu  en  el  marco  de  sus  competencias,  al  sonsacar  unaó  

confesi n bajo tortura (prohibida a todo evento por el ius cogens); y, no seó  

actu  en la forma prevista por ley, pues el decreto supremo, ni siquiera fueó  

publicado en el Diario Oficial.

En s ntesis, se ala que estamos en presencia de una nulidad especial,í ñ  

de  fuente  constitucional,  que  opera  ipso  iure  y  que  es  imprescriptible, 

insaneable y constatable objetivamente, puesto que es un asunto de derecho.

Finalmente, en cuanto la improcedencia de la declaraci n de derechosó  

previsionales que alega el Fisco, expone que seg n la legislaci n actualmenteú ó  

vigente que establece y regula el sistema previsional de las Fuerzas Armadas, 

contenida primariamente en la Ley N  18.478, Org nica Constitucional deº á  

las  Fuerzas  Armadas,  el  tiempo m nimo til  para  configurar  la  pensi ní ú ó  
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peticionada es de 20 a os (art culo 77 de la citada ley). Sin embargo, por elñ í  

retiro  inconstitucional,  absoluto,  forzoso  por  tanto,  involuntario-  de  la–  

instituci n, los actores no pudieron permanecer el tiempo que exige la leyó  

para poder impetrar la referida pensi n, incluso, considerando los abonosó  

legales establecidos en los art culos 4  y 12 , ambos de la Ley N  19.234. Así º º º í 

las cosas, sostiene que de no haber mediado tal exclusi n arbitraria e injustaó  

de la Fuerza A rea de Chile, lo cierto es que los demandantes hubiesené  

permanecido en la instituci n, cumpliendo el tiempo que requiere la leyó  

para poder obtener la pensi n en comento. ó

S PTIMO:É  Que, a folio 25, el demandado evacu  el tr mite de laó á  

d plica  respecto  de  la  demanda  de  nulidad  de  derecho  p blico  yú ú  

declaraci n de derechos previsionales, reiterando las alegaciones y defensasó  

ya consignadas en su contestaci n.ó

OCTAVO: Que, a folio 26, se recibi  la causa a prueba fij ndoseó á  

como  hechos  sobre  los  que  deber  recaer  los  siguientes:  1)  Perjuiciosá  

reclamados por la parte demandante.  Existencia,  naturaleza y monto;  2) 

Actos o hechos que se le imputan a la demandada y circunstancias que 

configuran la relaci n causal con el da o reclamado. En la afirmativa, fechaó ñ  

de ocurrencia de los mismos; 3) Efectividad de haber sido indemnizados los 

demandantes con ocasi n de los mismos hechos. En la afirmativa, monto deó  

las sumas pagadas; 4) Antecedentes que configurar an vicios de nulidad deí  

derecho p blico de los Decretos Supremos (Av.) N 769 y N 810, de 26 deú º °  

octubre y 7 de noviembre del a o 1973, respectivamente. Fecha cierta enñ  

que fueron emitidos.

NOVENO: Que,  la  parte  demandante  para  acreditar  el  sustrato 

f ctico  de  sus  acciones,  incorpor  a  los  autos  los  siguientes  medios  deá ó  

prueba:

1.-  Prueba  instrumental,  la  que  corresponde  a  los  siguientes 

documentos:

A  folio  1: 1)  Certificado de nacimiento emanado del  Servicio  de 

Registro  Civil  e  Identificaci n,  de  don  Jorge  Adolfo  Dixon  Rojas;  2)ó  

Certificado  de  nacimiento  emanado  del  Servicio  de  Registro  Civil  e 
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Identificaci n, de don Ricardo Arturo Navarro Valdivia; 3) Certificado deó  

nacimiento emanado del Servicio de Registro Civil e Identificaci n, de donó  

Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky; 4) Certificado de nacimiento emanadoé é  

del  Servicio  de  Registro  Civil  e  Identificaci n,  de  don  scar  Alejandroó Ó  

Navarro Valdivia;  5)  Certificado de nacimiento emanado del Servicio de 

Registro Civil  e Identificaci n, de don Pedro Segundo Pons Sierralta; 6)ó  

Copia autorizada de mandato administrativo y judicial, de 09 de marzo de 

2017,  extendido  por  escritura  p blica  otorgada  ante  don  Andr s  Felipeú é  

Rieutord Alvarado, Notario P blico, titular de Trig sima sexta Notar a deú é í  

Santiago,  de don Jorge Adolfo  Dixon  Rojas  y  por  don Ricardo Arturo 

Navarro  Valdivia,  a  don  Nelson  Guillermo  Caucoto  Pereira  y  a  don 

Francisco  Javier  Ug s  Tapia;  7)  Copia  autorizada  de  mandatoá  

administrativo y judicial, de 20 de marzo de 2017, extendido por escritura 

ante la C nsul de Chile en Tel-Aviv, Rep blica de Israel, y protocolizado eló ú  

12 de abril de 2017, ante do a Carmen Hortensia Soza Mu oz, Notarioñ ñ  

Suplente de la Notario P blico titular do a Mar a Soledad Santos Mu oz,ú ñ í ñ  

por  don  Jos  Rub n  Grinblatt  Derezunsky,  a  don  Nelson  Guillermoé é  

Caucoto Pereira y a don Francisco Javier Ug s Tapia; 8) Copia autorizadaá  

de mandato administrativo y judicial  protocolizado,  de 17 de marzo de 

2017, extendido por escritura ante el C nsul de Chile en Berl n, Rep blicaó í ú  

Federal de Alemania, y protocolizado el 12 de abril de 2017, ante do añ  

Carmen Hortensia Soza Mu oz, Notario Suplente de la Notario P blicoñ ú  

titular do a Mar a Soledad Santos Mu oz, de don scar Alejandro Navarroñ í ñ Ó  

Valdivia, a don Nelson Guillermo Caucoto Pereira y a don Francisco Javier 

Ug s Tapia; 9) Copia autorizada de mandato administrativo y judicial, deá  

15 de marzo de 2017, extendido por escritura p blica otorgada ante donú  

Francisco Nehme Carpanetti,  Notario P blico,  titular de la Provincia deú  

Copiap , de don Pedro Segundo Pons Sierralta, a don Nelson Guillermoó  

Caucoto Pereira y a don Francisco Javier Ug s Tapia; 10). Copia simple deá  

la p gina 608 del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica yá ó ó í  

Tortura, en donde consta el reconocimiento expreso, por parte del Estado 

de Chile, de la calidad de v ctima de don Jorge Adolfo Dixon Rojas (Ní º 

7.407); 11)  Copia simple de la p gina 686 del Informe de la Comisi ná ó  

Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  en  donde  consta  eló í  
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reconocimiento expreso, por parte del Estado de Chile, de la calidad de 

v ctima de don scar Alejandro Navarro Valdivia (N  16.668) y de doní Ó º  

Ricardo Arturo  Navarro  Valdivia  (N  16.669);  12)   Copia  simple  de  laº  

p gina 709 del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica yá ó ó í  

Tortura, en donde consta el reconocimiento expreso, por parte del Estado 

de Chile, de la calidad de v ctima de don Pedro Segundo Pons Sierralta (Ní º 

19.419); 13) Copia simple de la p gina 75 de la N mina elaborada por laá ó  

Comisi n Asesora para la calificaci n de detenidos desaparecidos, ejecutadosó ó  

pol ticos  y  v ctimas  de  prisi n  pol tica  y  tortura,  en  donde  consta  elí í ó í  

reconocimiento expreso, por parte del Estado de Chile, de la calidad de 

v ctima de don Jos  Rub n Grinblatt  Derezunsky (N  3.765);  14)  Copiaí é é º  

simple  del  Decreto  Supremo (Av.)  N  769,  de  26  de  octubre  de  1973,º  

incluido en el Bolet n Oficial, por el cual se dispone el retiro absoluto delí  

servicio de la Fuerza A rea de Chile, con fecha 31 de octubre de 1973, deé  

don Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky y de don scar Alejandro Navarroé é Ó  

Valdivia; 15) Copia simple del Decreto Supremo (Av.) N  810, de 07 deº  

noviembre de 1973, incluido en el Bolet n Oficial, por el cual se dispone elí  

retiro absoluto del servicio de la Fuerza A rea de Chile, con fecha 30 deé  

noviembre  de  1973,  de  diversos  oficiales  y  empleados  civiles  de  la 

instituci n; 16) Copia simple de la sentencia de 26 de septiembre de 1974,ó  

pronunciada por Jos  Berdichewsky Scher, General de Brigada A rea (A),é é  

Comandante de Comando del Combate de la Fuerza A rea de Chile y Juezé  

de Aviaci n, en la causa rol 1-73, caratulada Aviaci n contra Bachelet yó “ ó  

Otros , en cuyo literal C.-, numeral 7.-”

basamentos 13 ) y 14 )  figuran las sanciones corporales que, en definitivaº º  

fueron impuestas a don Jorge Dixon Rojas, don Jos  Grimblatt Derezunsky,é  

don scar Alejandro Navarro Valdivia y don Pedro Pons Sierralta, y en elÓ  

numeral 17.- (fundamento 28 .)  figura la pena impuesta definitivamente aº  

don Ricardo Navarro Valdivia; y, en el literal E.-, relativo a lo resolutivo, se 

reiteran las sanciones impuestas a las personas antes nombradas; 17) Copia 

simple del Decreto N  376, de 18 de agosto de 1975, de Augusto Pinochetº  

Ugarte, General de Ej rcito, por el cual conmuta la pena impuesta a doné  

Ricardo Navarro Valdivia, quien se encontraba condenado a la pena de 

cinco a os y un d a de presidio mayor en su grado m nimo, que cumpleñ í í  
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desde el 22 de octubre de 1973, por la pena de extra amiento; 18) Copiañ  

simple de la sentencia de fondo, reparaciones y costas pronunciada el d a 02í  

de septiembre de 2015 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

en el caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros VS. Chile ; 19)“ ”  

Copia  simple  de  la  sentencia  definitiva  de  t rmino  pronunciada  por  laé  

Excma. Corte Suprema de Justicia en la causa rol ingreso N  27.543-2016;º  

20) Libro Aviaci n contra Bachelet y Otros. Memorias de Jorge Dixon R.,“ ó  

subteniente (r) Fuerza A rea de Chile , de don Jorge Adolfo Dixon Rojas,é ”  

editado en Santiago de Chile por www.escritores.cl, el a o 2013; 21) Copiañ  

simple  del  certificado N  28,  de  25 de  abril  de  2005,  de  don Osvaldoº  

Villaseca  Reyes,  Conservador  (S)  del  Archivo  Nacional,  por  el  cual  se 

certifica  que  revisados  los  libros  estad sticos  de  la  ex  C rcel  P blica  deí á ú  

Santiago, don Jorge Adolfo Dixon Rojas se encontr  registrado en el Libroó  

de Prisioneros de Guerra 1973-1974, Folio 5 N  de orden 226, Fiscal a deº í  

Aviaci n, causa rol N  1/73 por art culo 274, siendo la fecha de ingreso eló º í  

24 de noviembre de 1973 y la fecha de egreso el 29 de junio de 1974; 22) 

Copia simple del certificado N  29, de 25 de abril de 2005, de don Osvaldoº  

Villaseca  Reyes,  Conservador  (S)  del  Archivo  Nacional,  por  el  cual  se 

certifica  que  revisados  los  libros  estad sticos  de  la  ex  C rcel  P blica  deí á ú  

Santiago, don Ricardo Arturo Navarro Valdivia se encontr  registrado en eló  

Libro  de  Prisioneros  de  Guerra  1973-1974,  Folio  7  N  de  orden  339,º  

Fiscal a de Aviaci n, causa rol N  1/73 por art culo 274, siendo la fecha deí ó º í  

ingreso el 27 de noviembre de 1973 y la fecha de egreso el 29 de junio de 

1974; 23) Copia simple de la hoja de servicio de don Jorge Adolfo Dixon 

Rojas,  expedida el  13 de octubre de 2000, y suscrita por Julio Gajardo 

Rojas, Comandante de escuadrilla (DA), Jefe del Departamento de Reserva, 

Divisi n de Recursos Humanos del  Comando de Personal,  de la Fuerzaó  

A rea  de  Chile;  24)  Hoja  de  servicio  de  don  Ricardo  Arturo  Navarroé  

Valdivia,  expedida el  19 de julio de 2006, y suscrita por Felipe Mu ozñ  

Saenz  de  Tejeda,  Coronel  de  Aviaci n  (A),  Jefe  del  Departamento  deó  

Reserva, Divisi n de Recursos Humanos del Comando de Personal, de laó  

Fuerza A rea de Chile; 25) Copia simple de constancia de 02 de mayo deé  

2006,  del  doctor  don  Jorge  Cristi n  Barr a  Iroum ,  m dico-psiquiatra,á í é é  

c dula nacional de identidad N  06.069.599-7, por la cual se indica que doné º  
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Jorge Dixon Rojas se encuentra en tratamiento con el indicado profesional 

desde junio de 2002 hasta la fecha de expedici n de la referida constancia;ó  

26) Copia simple de documento SSAV. ORD.  N  2503/INTERESADO,” ” º  

de 27 de octubre de 2003, de don Isidro Sol s Palma, Subsecretario deí  

Aviaci n, dirigido a don Ricardo Arturo Navarro Valdivia, por el cual seó  

informa acerca de la situaci n respecto de beneficios de la Ley N  19.234,ó º  

modificada por la Ley N  19.582 y Ley N  19.881; 27) Copia simple deº º  

RES.  N  6411,  de  diciembre  de  1983,  de  Ram n  Torrealba  Guzm n,º ó á  

Teniente Coronel de Carabineros, Jefe del Departamento Confidencial y de 

Orden P blico, del Ministerio del Interior, por el cual se informa a do aú ñ  

Silvia Valdivia de Navarro, madre de don Ricardo Arturo y de don scarÓ  

Alejandro, ambos Navarro Valdivia, que la indicada secretar a de Estadoí  

resolvi  no innovar con respecto a la medida de prohibici n de ingreso aló ó  

pa s que afecta a ambas personas; 28) Copia simple de RES. N  2040, deí º  

16  de  junio  de  1986,  de  Alberto  Cardemil  Herrera,  Subsecretario  del 

Interior, del Ministerio del Interior, por el cual se informa a do a Silviañ  

Valdivia  de  Navarro,  madre  de  don  Ricardo  Arturo  y  de  don  scarÓ  

Alejandro, ambos Navarro Valdivia, que la indicada secretar a de Estadoí  

resolvi  no innovar con respecto a la medida de prohibici n de ingreso aló ó  

pa s que afecta a ambas personas, manteni ndose vigente; 29) Copia simpleí é  

de certificado de fecha 26 de abril de 2005, suscrito por don Luis Arias 

Sald as, Alcaide Mayor, del Anexo C.D.P. Santiago, de Gendarmer a deí í  

Chile,  por el  cual se certifica que don Ricardo Navarro Valdivia estuvo 

recluido en la referida unidad desde el 31 de octubre de 1974 hasta el 03 de 

septiembre  de 1975,  por  decisi n  emanada en la  causa  rol  1-73,  de  laó  

Fiscal a  de  Aviaci n,  siendo  el  motivo  de  su  egreso  Extra amiento  aí ó “ ñ  

Rumania Dcto. N  876  (sic); 30) Copia simple de certificaci n de fecha 19º ” ó  

de junio de 1986,  suscrita  por  don Erich Schnake Silva,  don Alejandro 

Jiliberto  Zepeda  y  de  don  Milenko  Zlosilo,  todos  militantes  del  Partido 

Socialista de Chile, que da cuenta de la calidad de v ctima de violaciones aí  

sus derechos humanos de don Ricardo Navarro Valdivia, ex oficial de la 

Fuerza A rea de Chile;  31)  Copia simple de certificado de fecha 31 deé  

marzo  de  1986,  de  don  Gustavo  Villalobos  Sep lveda,  abogado,  Jefeú  

subrogante de la Unidad Jur dica del Departamento Jur dico Asistencial deí í  
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la  Vicar a  de  la  Solidaridad,  por  el  cual  se  certifica  que  don  Ricardoí  

Navarro  Valdivia  fue  asistido  jur dicamente  por  el  entonces  Comit  deí é  

Cooperaci n para la Paz en Chile, en el proceso rol N  1-73, incoado por laó º  

Fuerza A rea de Chile seguido en su contra, y en el cual fue condenado aé  

la pena de prisi n, se al ndose, adem s, que dicha pena fue conmutada poró ñ á á  

la de extra amiento, la que le oblig  a salir del pa s el 04 de septiembre deñ ó í  

1975, para cumplir el per odo de tiempo correspondiente, tras lo cual, yí  

pese a serle aplicable el D.L. N  2191/1978, no se le permiti  ingresar alº ó  

pa s, al ser incluido en el Listado de Prohibiciones de Ingreso, elaboradoí  

por  el  Ministerio  del  Interior;  32)  Copia  simple  de  misiva  expedida  en 

Madrid, Reino de Espa a, de fecha 16 de junio de 1986, de don Marceloñ  

Croxatto Duque, abogado, dirigida a los Se ores Representantes de Partidosñ  

Pol ticos que integran el Comit  de Solidaridad con Chile, por la cual elí é  

primero informa que le correspondi  proporcionar defensa letrada a donó  

Ricardo Navarro Valdivia, en el denominado proceso de la FACH, y avala 

el apoyo que los destinatarios otorguen a aqu l, en la solicitud de asilo anteé  

el Gobierno Espa ol y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para losñ  

Refugiados;  33)  Copia  simple  de  misiva  expedida  en Madrid,  Reino de 

Espa a, de fecha 28 de julio de 1986, de don Marcelo Croxatto Duque,ñ  

abogado, dirigida al Departamento Jur dico de la Vicar a de la Solidaridad,í í  

por la cual el primero solicita a los destinatarios que se otorgue apoyo a don 

Ricardo Navarro Valdivia, en la solicitud de asilo ante el Gobierno Espa ol;ñ  

y, 34) Copia simple de misiva expedida en Santiago de Chile, de fecha 02 

de  septiembre  de  1986,  de  don  Alejandro  Gonz lez  P.,  Jefe  delá  

Departamento  Jur dico  de  la  Vicar a  de  la  Solidaridad,  dirigida  a  doní í  

Marcelo Croxatto Duque, abogado, respondiendo la carta indicada en el 

numeral 32.

A  folio  43: 1) Copia de fallo de casaci n en Episodio Comandoó “  

Conjunto,  v ctimas:  Salinas,  Pacheco  y  Gianelli.  Rol  N  5831-2013;  2)í °  

Copia de fallo de casaci n en Episodio Torres de San Borja , v ctimas:ó “ ” í  

Montecinos Slaughter, Adler Zulueta, D az Ag ero, y otros. Rol N  2918-í ü °

2013; 3) Copia de fallo causa Marcone con Fisco de Chile , Rol 22856-“ ”

2015, de fecha 29 de Diciembre de 2015, pronunciada por los Ministros Sr. 

Milton Juica, Sr. Hugo Dolmestch, Sr.  Carlos Kunsemuller,  Sr.  Haroldo 
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Brito y Sr. Lamberto Cisternas; 4) Sentencia de la Excma. Corte Suprema, 

Rol N  1092-15, dictada el d a 14 de septiembre de 2015; 5) Sentencia de° í  

primera  instancia,  dictada  por  la  magistrada  del  9  Juzgado  Civil  de°  

Santiago,  con fecha 15 de  diciembre  de  2017,  en que ordena pagar  la 

indemnizaci n, en un caso an logo a este, de $100.000.000 (cien millonesó á  

de pesos);  6.-  Informe de la  Fundaci n  de Ayuda Social  de las  Iglesiasó  

Cristianas,  (FASIC),  denominado  Consecuencias  de  la  desaparici n“ ó  

forzada, sobre la salud en familiares de detenidos desaparecidos , del mes de”  

agosto de 2003; 7) Informe del Programa de Asistencia Integral de Salud, 

PRAIS,  del  Ministerio  de  Salud,  denominado  Norma  t cnica  para  laé  

atenci n de salud de personas afectadas por la represi n pol tica ejercidaó ó í  

por  el  Estado  en  el  periodo  1973-1990;  8)  Informe  del  Instituto 

Latinoamericano  de  Salud  Mental  y  Derechos  Humanos,  ILAS, 

denominado Efectos  f sicos  y ps quicos  en los  familiares  de v ctimas de“ í í í  

violaciones de derechos humanos , suscrito por la Directora Ejecutiva, Elena”  

G mez Castro, de enero de 2018.ó

2.-  Prueba testimonial, con las declaraciones de don V ctor Hugoí  

Bravo Hern ndez, c dula nacional de identidad N  6.045.449-3, y de doná é °  

Humberto Hern n Fr as Bulo, c dula nacional de identidad N  6.026.500-3,á í é °  

ambos  testigos  h biles,  debidamente  juramentados  y  legalmenteá  

interrogados.

a) El testigo Bravo Hern ndezá  consultado al punto uno de prueba, 

relatico a los perjuicios reclamados por los demandados, se al  que ñ ó “en 

primer lugar, la parte moral, la parte psicol gica, que fueron producto deó  

las torturas que pasaron en la Academia de Guerra de la Fuerza A rea. Elé  

da o emocional debido a que su futuro que ellos planificaban se vio trunco,ñ  

porque fueron expulsados de su propio pa s, a una cultura que ellos noí  

conoc an. Por lo tanto, producto de todo esto, est  basado en la frustraci ní á ó  

y de la separaci n con su familia, vale decir, comenzar una nueva vida, sinó  

conocer el idioma, y como dec a, la cultura tambi n  í é ” (sic). Luego indicó 

conocer lo que declara porque estuvo detenido junto a ellos y tambi n fueé  

torturado.  Al  consult rsele  sobre  el  da o  psicol gico  que  indic  en  suá ñ ó ó  

declaraci n, sostuvo que est  referido al sufrimiento, dolor, frustraci n de noó á ó  
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poder hacer nada frente a la tortura, pues tuvieron que firmar declaraciones 

que no eran verdaderas, bajo ese estado de tortura.

b)  El testigo Fr as  Buloí , consultado sobre el punto uno de prueba 

se al  que  ñ ó ( )  yo fui Brigadier de ellos en la Escuela de Aviaci n, de“ … ó  

ambos. Ah , nosotros conversamos con los cadetes respecto a la continuidadí  

de la carrera en la Instituci n. Ahora, esta carrera fue cercenada a ra z deló í  

Golpe  Militar,  el  cual  nos  acus  de traici n a  la  Patria,  lo  cual  no esó ó  

efectivo. Esto fue ratificado en una audiencia que se hizo en el  antiguo  

Congreso Nacional, que fue realizada por la Corte Suprema, en presencia  

de la Presidenta de la Rep blica en ese entonces, Michelle Bachelet, dondeú  

el  Presidente  de  la  Corte  Suprema  resolvi  anular  el  proceso  que  nosó  

inculpaba denominado "contra  Bachelet  y  otros",  y  todo esto  fue  como  

dictamen  de  la  Corte  Internacional  de  Derechos  Humanos.  Ahora,  al  

truncarnos nuestra Carrera  Militar,  toda nuestra proyecci n de vida fueó  

cortada.  Nuestra  posici n  de  vida,  obviamente  era  permanecer  en  laó  

carrera, para llegar al m ximo grado del escalaf n. Ambos demandantes,á ó  

Jos  Rub n Grinblant  y Oscar Navarro, me solicitaron testificar en esteé é  

juicio. Ellos pertenec an al escalaf n Ingenieros, ambos, cuyo m ximo gradoí ó á  

es General de la Fuerza A rea, en consecuencia, al ser dados de baja en elé  

grado de sub tenientes, se les impidi  continuar ejerciendo su carrera hastaó  

ese  m ximo  grado,  con  las  repercusiones  econ micas  que  este  m ximoá ó á  

grado representa, eso en t rminos monetarios de carrera. Lo otro que veo,é  

es  que  el  hecho  de  estar  injustamente  en  prisi n,  les  afectó ó  

psicol gicamente, con probables secuelas que a n hoy, pueden persistir. Loó ú  

otro,  es  respecto  al  estigma de  traidor  que  se  les  imput  en  el  injustoó  

proceso, cuyas declaraciones fueron obtenidas bajo tortura, principalmente  

para conocer otros miembros de la Fuerza A rea de pensamiento similar,é  

tal como fue mi caso. Ser exiliados desde la c rcel a un pa s extra o, coná í ñ  

pasaporte con timbre v lido s lo para salir del pa s. Se transformaron ená ó í  

refugiados de las Naciones Unidas, debiendo reiniciar una nueva forma de  

vida. Ambos se han radicado en pa s diferente a su origen yí  no han vuelto a 

Chile. En t rmino del monto por los da os causados por torturas, injustaé ñ  

prisi n, exilio y t rmino de carrera militar, son dif ciles de evaluar para m ,ó é í í  

no tiene valor estos da os, yo no los puedo cuantificarñ ”.
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3.-  Oficios, mediante presentaci n de folio 43 solicit  los siguientesó ó  

oficios, diligencias a que se accedi  mediante resoluci n de folio 45:ó ó

a) Solicit  se oficiara al Director Nacional del Instituto Nacional deó  

Derechos Humanos, con el prop sito de que remita al tribunal todos losó  

antecedentes que obren en su poder, en relaci n a la calidad de v ctima deó í  

violaciones a sus derechos humanos de don Jorge Adolfo Dixon Rojas, don 

scar Alejandro Navarro Valdivia, don Ricardo Arturo Navarro Valdivia,Ó  

don Pedro Segundo Pons Sierralta y don Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky,é é  

dando respuesta mediante Ord. N  638, de fecha 19 de agosto de 2019,°  

agregado a los autos a folio 57.

  b)  Al  Jefe  de la  Oficina  de  Exonerados  Pol ticos,  dependiente  delí  

Ministerio del Interior y Seguridad P blica, con el prop sito de que remitaú ó  

al tribunal todos los antecedentes documentales, debidamente autenticados, 

que obren en su poder, relacionados con el proceso de reconocimiento en su 

calidad de exonerados pol ticos, respuesta que fue dada mediante  Of. Ord.í  

N  22.007/2019, de fecha 05 de agosto de 2019, agregado a folio 54.°

D CIMO:É  Que,  el  demandado  con  la  finalidad  de  acreditar  sus 

defensas, incorpor  a los autos los siguientes medios de prueba:ó

1.-  Prueba  instrumental,  la  que  corresponde  a  los  siguientes 

documentos:

A  folio  44: 1)  Publicaci n  en  la  p gina  web  del  Ministerio  deó á  

Relaciones Exteriores, de fecha 05 de octubre de 2016 que da cuenta de la 

inauguraci n de  una placa conmemorativa  instalada en la Academia deó  

Guerra de la Fuerza A rea de Chile, como parte de la reparaci n instruidaé ó  

por  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  en  el  caso  Omar 

Humberto Maldonado Vargas y otros vs. Chile; 2) Publicaci n en la p ginaó á  

web del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 7 de octubre 2016, 

que  da  cuenta  de  acto  p blico  de  reconocimiento  de  responsabilidadú  

internacional  por  la  sentencia  de  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 

Humanos, en el caso "Omar Humberto Maldonado y otros versus Chile", 

celebrado en el Ex Congreso Nacional, ante la presencia de las m ximasá  
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autoridades del Estado; 3) Sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema 

en autos rol 27.543-2016.

2.- Oficio: solicit  se oficiara al Instituto de Previsi n Social, a fin deó ó  

que informe acerca de los bonos de reparaci n o beneficios previsionales,ó  

asistenciales o de otra ndole que se hubiesen otorgado al demandante en elí  

marco de la Ley N  19.123, y sus modificaciones, diligencia que se accediº ó 

por resoluci n de folio 11, el que fue evacuado por el requerido por Oficioó  

Ord. 52875-2018, de 17  de abril  de 2018, agregado a folio 19.

I.-  EN CUANTO A LA DEMANDA DE INDEMNIZACI NÓ  

DE PERJUICIOS DEDUCIDA A LO PRINCIPAL.

UND CIMO:  É Que, til  resulta recordar que a lo principal de laú  

presentaci n  de  folio  1,  se  interpuso  demanda  de  indemnizaci n  deó ó  

perjuicios por Jos  Rub n Grinblatt Derezunsky y  scar Alejandro Navarroé é Ó  

Valdivia,  en  contra  del  Fisco  de  Chile,  solicitando,  en  definitiva,  se  le 

condene a pagarles la suma de $ 800.000.000 a cada uno de ellos,  por 

concepto de da o moral, conforme los antecedentes de hecho y derecho yañ  

rese ados.ñ

DUOD CIMO:  É Que,   con  el  m rito  de  lo  informado  por  elé  

Director  del  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos,  mediante  oficio 

agregado a folio 57 y documentos anexados, se acredita que don Oscar 

Alejandro Navarro Valdivia, aparece en el listado de personas reconocidas 

como v ctimas de violaci n de derechos Humanos por la Comisi n Nacionalí ó ó  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura, conocida como Valech I, y que don Josó í é 

Rub n Grinblatt Derezunsky, aparece en la n mina de personas reconocidasé ó  

como v ctimas por la Comisi n Asesora Presidencial para la Calificaci n deí ó ó  

detenidos Desaparecidos, Ejecutados Pol ticos y V ctimas de Prisi n Pol ticaí í ó í  

y Tortura, conocida como Valech II. 

Los informes de dicha Comisi n fueron citados en el fallo dictado poró  

la Excma. Corte Suprema en el marco del recurso de revisi n interpuestoó  

por el Fiscal Judicial de dicho m ximo tribunal, don Juan Escobar Zepeda,á  

en los autos Rol 27.543-2016, respecto de las sentencias dictadas por los 

Tribunales de Justicia Militar en Tiempo de Guerra, en la causa caratulada 
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Fuerza A rea de Chile contra Bachelet y otros , Rol N  1-73, entre cuyos“ é ” °  

condenados se encuentran los demandantes de autos. Es as , como a trav sí é  

de su motivo vig simo primero, citando el informe de la Comisi n Rettigé ó  

consigna  ( ) que se usaron para los fines de detenci n o interrogatorio,“ … ó  

aprovechando la falta de clases por la emergencia, y durante per odos m sí á  

o  menos  prolongados,  los  establecimientos  educacionales  de  las  Fuerzas  

Armadas y de Orden, como ser, en Valpara so, la Academia de Guerraí  

Naval, y en Santiago la Escuela Militar y la Academia de Guerra A rea (T.é  

I, p. 97). Respecto de los meses a septiembre a diciembre de 1973, se se alañ  

(T. I, pp. 98 a 101) que casi universalmente se presentaron en estos meses,  

los malos tratos y las torturas, en distintos grados y formas. Las golpizas y  

vejaciones al ser detenida una persona, en el veh culo de su traslado, en lasí  

comisar as y al ingresar a su lugar definitivo de reclusi n, fueron usuales.í ó  

Tambi n  fue  normal  la  tortura  en  los  interrogatorios.  Numerososé  

testimonios relacionan stos con la tortura. Cuando el detenido se mostrabaé  

"duro" para confesar, lo interrogaban bajo apremio. No estuvieron exentos  

de este procedimiento los procesados por Consejos de Guerra. Un ex-fiscal  

de importancia en procesos de guerra del Norte, reconoci  ante miembrosó  

de la Comisi n la habitualidad de la tortura, como m todo para conformaró é  

las "evidencias" despu s presentadas a los Consejos. Los m todos de torturaé é  

fueron  variad simos.  Los  golpes  violentos  y  continuados  hasta  producirí  

fracturas  y  derramamiento  de  sangre  se  usaron  casi  universalmente.  

Tambi n el agravar, hasta constituir tortura, la rigurosidad de la detenci n.é ó  

Por ejemplo: permanecer los detenidos tendidos boca abajo en el suelo, o al  

rev s de pie, largas horas sin moverse; permanecer horas o d as desnudos,é í  

bajo luz constante o, al contrario, enceguecidos por vendas o capuchas, o  

amarrados; alojar en cub culos tan estrechos, a veces fabricados ad hoc, queí  

era imposible moverse; incomunicaci n en algunas de estas condiciones, oó  

varias;  negaci n  de  alimentos  o  agua,  o  de  abrigo,  o  de  facilidadesó  

sanitarias. Asimismo fue com n el colgar a los detenidos de los brazos, sinú  

que  sus  pies  tocaran  suelo,  por  espacios  de  tiempo  prolongad simo.  Seí  

emplearon  diversas  formas  de  semi  asfixia,  en  agua,  en  sustancias  

malolientes,  en  excrementos.  Las  vejaciones  sexuales  y  violaciones  son 

denunciadas  con  frecuencia.  Igualmente  la  aplicaci n  de  electricidad  yó  
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quemaduras.  Muy  usado  fue  el  simulacro  de  fusilamiento.  En  algunos  

centros se empleaban refinamientos de torturas, como el pau de arara ,“ ”  

perros  y  apremios  de  los  detenidos  ante  sus  familiares,  o  viceversa.  La  

aplicaci n de torturas a los detenidos, form  parte de los m todos usualesó ó é  

en el per odo, fundamentalmente en las sesiones de interrogatorios a queí  

eran sometidos, situaci n que se pudo constatar en la casi totalidad de losó  

recintos de detenci n de la Regi n Metropolitana. Los golpes, malos tratosó ó  

y otras formas inhumanas y degradantes de tratamiento a los prisioneros,  

tambi n formaron parte de los procedimientos com nmente utilizados (T. I,é ú  

p. 114) .”

Asimismo, se consigna en dicho fallo, aludiendo al informe final de la 

Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura  una  referencia  a  laó ó í  

Academia de Guerra A rea (AGA) como recinto de detenci n de la Fuerzaé ó  

A rea, se alando que é ñ ( ) seg n los testimonios, este recinto fue utilizado“ … ú  

en los a os 1973 y 1974, per odo en el que se concentr  la mayor cantidadñ í ó  

de  detenidos.  Hubo  algunas  detenciones  espor dicas  con  posterioridad.á  

Agrega que un grupo de suboficiales y oficiales de la FACH, adem s de uná  

cierto n mero de civiles, estuvieron detenidos en este lugar, en 1973. A finesú  

de  ese  a o  fueron  trasladados  a  la  c rcel  p blica.  Posteriormente  esteñ á ú  

recinto fue utilizado por el  Servicio  de Inteligencia  de la  Fuerza A reaé  

(SIFA), en reemplazo a la Base A rea de Colina. Los detenidos, al llegar,é  

recib an un n mero que los  identificaba.  Eran ubicados  en las  salas  deí ú  

clases  y  en  el  subterr neo,  donde  permanec an  siempre  vendados,á í  

encapuchados, de pie contra el muro sin moverse, o sentados en una silla,  

por largos per odos, sin alimento, sin agua. La mayor a deb a dormir en esaí í í  

posici n. Algunos pod an dormir en colchonetas, pero eran interrumpidosó í  

constantemente para ser interrogados o con el s lo prop sito de impedirlesó ó  

el  sue o.  Asimismo,  se alaron  que  no  siempre  accedieron  a  serviciosñ ñ  

higi nicos. Algunos testimonios indican que eran esposados a un catre y queé  

estaban expuestos  a  m sica  estridente  y  con alto  volumen.  El  lugar  deú  

interrogatorios ocupaba el segundo y tercer piso. Lo llamaban la capilla.  

Los  ex  prisioneros  se alaron  haber  sido  drogados  frecuentemente  yñ  

refirieron que se utilizaba pentotal,  que soportaron golpes,  aplicaci n deó  

electricidad y vejaciones sexuales, incluso hubo mujeres embarazadas que  
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sufrieron  tales  vejaciones  y  violaci n  sexual.  Sufrieron  amenazas,ó  

colgamientos,  fueron  obligados  a  permanecer  en  posiciones  forzadas,  

introducci n  de  agujas  bajo  las  u as,  pau  de  arara ,  simulacros  deó ñ “ ”  

fusilamiento,  el  submarino,  y  fueron  obligados  a  escuchar  y  presenciar  

torturas  a  otros  detenidos.  Algunos  testigos  denunciaron  que  fueron  

sometidos a tortura delante de sus parejas o que llevaron a sus hijos para  

presionarlos a entregar informaci n .ó ”

D CIMO TERCERO:É  Que, teniendo en consideraci n lo expuestoó  

en el considerando precedente y una vez valorada la prueba documental 

rese ada en el motivo noveno, conforme con lo establecido en el art culoñ í  

342 y 346 del  C digo de Procedimiento Civil en relaci n con los art culosó ó í  

1700  y  siguientes  del  C digo  Civil,  se  tiene  por  acreditado  que  losó  

demandantes  fueron  detenidos  y  torturados  por  agentes  del  Estado 

pertenecientes  a  la  Fuerza  A rea  de  Chile,  y  condenados  bajoé  

procedimiento de justicia militar sin apego al debido proceso, hechos que se 

suscitaron con motivo de la violencia pol tica imperante en nuestro pa s aí í  

ra z de los hechos ocurridos a partir del 11 de septiembre de 1973. Ení  

consecuencia, se tiene por establecida su calidad de  v ctima de la violaci ní ó  

de  derechos  humanos,  de  acuerdo  a  los  hechos  y  circunstancias  antes 

rese adas. Lo anterior, adem s, se encuentra ratificado por el informe de lañ á  

Comisi n Rettig que les reconoci  tal calidad.ó ó

D CIMO CUARTOÉ : Que, asentado lo anterior, resulta innegable 

la responsabilidad del Estado, la que tiene su origen en normas de car cterá  

internacional, en especial en Convenio de Ginebra, Convenci n de Viena yó  

Pacto de San Jos  de Costa Rica, este ltimo suscrito y ratificado por elé ú  

Estado de Chile en el a o 1990, cuerpos normativos aplicables directamenteñ  

en la especie por mandato del art culo 5  de nuestra Carta fundamental.í º  

Asimismo, la referida responsabilidad encuentra sustento en los art culos 6 ,í °  

7  y 38 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica  y art culo 4  de la Leyº ó í ú í °  

N  18.575, norma esta ltima que se ala que El Estado ser  responsableº ú ñ “ á  

por los da os que causen los rganos de la administraci n en el ejercicio deñ ó ó  

sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al 

funcionario que los hubiere ocasionado .”
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En efecto,  las normas precedentemente citada son aplicables  en la 

especie, puesto que, como se dijo, los hechos ocurren en un contexto de 

violencia pol tica practicada por agentes del Estado o civiles que actuabaní  

bajo el amparo del r gimen imperante, quienes incurrieron en la pr cticaé á  

sistem tica de violaciones a los derechos humanos con el objeto de eliminará  

a los opositores al r gimen militar.é

D CIMO  QUINTOÉ :  Que,  asentada  la  naturaleza  de  la 

responsabilidad demandada, sin perjuicio del an lisis posterior del resto deá  

los  presupuestos  que  hacen  viable  la  acci n,  resulta  procedente  emitiró  

pronunciamiento respecto de las alegaciones espec ficas de la demandada,í  

en el orden que aquellas fueron esgrimidas, toda vez que la excepci n deó  

prescripci n fue opuesta en el car cter de subsidiaria.ó á

D CIMO SEXTO:É  Que, la demandada opuso en primer t rmino laé  

excepci n de pago, esgrimiendo en el mismo ac pite la improcedencia de laó á  

indemnizaci n por haber sido ya indemnizados los actores de acuerdo conó  

lo que establece la Ley 19.123 y Ley 19.992.-

D CIMO S PTIMO:É É  Que, para resolver este punto se debe tener 

presente se ha acreditado en autos que don Jos  Grinblatt Derezunsky haé  

recibido  por  concepto  de  pensi n  de  la  Ley  19.992,  la  suma  de  $ó  

12.798.187, por pensi n de la Ley N  19.234, la suma de $ 12.243.938,ó °  

adem s de bonos de la Ley N  20.874 por un monto de $ 1.000.000 y de laá °  

Ley N  19.992, por la suma de $ 3.000.000. En tanto, el demandante Oscar°  

Navarro Valdivia, ha percibido pensi n de la Ley N  19.234, por la sumaó °  

de $ 28.284. 914 y los bonos de la ley N  20.874 por $ 1.000.000 y Ley°  

19992,  por  $  3.000.000,  seg n  da  cuenta  el  Oficio  del  Departamentoú  

Secretar a  General  y  Transparencia  del  Instituto  de  Previsi n  Social,í ó  

agregado a folio 19.

D CIMO  OCTAVO:É  Que,  en  consecuencia,  resulta  adecuado 

realizar una breve exposici n de las normas que regulan el otorgamiento deó  

los  beneficios  y  bonos  que  nuestra  legislaci n  otorga  a  las  v ctimas  deó í  

violaci n a los derechos humanos, como aquellos descritos en el fundamentoó  

precedente. 
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En esta materia, cabe se alar que el art culo 1 de la Ley N  19.992,ñ í º  

establece  una  pensi n  anual  de  reparaci n  en  beneficio  de  las  v ctimasó ó í  

directamente  afectadas  por  violaciones  a  los  derechos  humanos 

individualizadas en el anexo "Listado de prisioneros pol ticos y torturados",í  

de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que forma parte deló í  

Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, creadaó ó í  

por el  Decreto Supremo N  1.040, de 2003,  del  Ministerio del  Interior.º  

Asimismo, en su art culo 2  establece que la pensi n anual establecida en elí ° ó  

art culo anterior ascender  a $1.353.798 para aquellos beneficiarios menoresí á  

de 70 a os de edad, a $1.480.284 para aquellos beneficiarios de 70 o m sñ á  

a os  de  edad  pero  menores  de  75  a os  y  a  $1.549.422  para  aquellosñ ñ  

beneficiarios de 75 o m s a os de edad. Esta pensi n se pagar  en 12 cuotasá ñ ó á  

mensuales de igual monto y se reajustar  en conformidad a lo dispuesto ená  

el art culo 14 del decreto ley 2.448, de 1979, o en las normas legales queí  

reemplacen la referida disposici n. De igual modo, su art culo 4  estableceó í °  

que la pensi n otorgada por esta ley ser  compatible con cualquiera otra, deó á  

cualquier car cter, de que goce o que pudiere corresponder al respectivoá  

beneficiario, incluidas las pensiones asistenciales del decreto ley N  869, deº  

1975. Ser , asimismo, compatible con cualquier otro beneficio de seguridadá  

social  establecido  en  las  leyes,  siendo  incompatible  solo  con  aquellas 

asignadas por  la Ley 19.234.  19.582 y 19881,  pudiendo en caso de ser 

asignatario de alguna de stas, solo optar a  un bono de $ 3.000.000.-é

En  tanto,  mediante  Ley   19.234,  se  establecieron  beneficios 

previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos pol ticos.í

Finalmente, a trav s de la Ley 20.874, se dispuso el otorgamiento deé  

un aporte nico de car cter reparatorio para v ctimas individualizadas en laú á í  

Comisi n Valech, por la suma de $ 1.000.000.-ó

D CIMO  NOVENO:É  Que,  el  marco  normativo  expuesto  en  el 

fundamento precedente es el que permite establecer que la pensi n y losó  

beneficios  otorgados  por  las  leyes  antes  citadas no tienen el  car cter  deá  

indemnizatorios, sino que m s bien corresponden a beneficios de car cterá á  

asistencial entregados por Estado de Chile en el marco de cumplimiento de 

las  obligaciones  internacionales  asumidas  por  ste.  En  efecto,  no  puedeé  
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se alarse de modo alguno que el pago de una pensi n a las v ctimas deñ ó í  

violaci n  de  los  derechos  humanos  y  la  bonificaci n  compensatoria  deó ó  

monto  nico  correspondan  a  una  indemnizaci n  del  da o  material  y/oú ó ñ  

moral causado, pues los montos son fijados de una forma uniforme,  sin 

responder a los elementos personales que son propios de la determinaci nó  

de  la  suma  a  otorgar  por  este  concepto.  Esta  generalidad  obedece 

justamente al hecho de no tener la naturaleza compensatoria, sino que a 

una suma que pretende en parte asistir a aquellas personas que reciben el 

beneficio.  En este  orden de  ideas,  cobra relevancia  lo  establecido  en el 

art culo 4  de la Ley 19.992, en cuanto establece que estos beneficios soní °  

compatibles con cualquier otro beneficio de seguridad social, expresi n queó  

deja de manifiesto su car cter asistencial.á

VIG SIMO:É  Asimismo, debe atenderse a lo expresado en el art culoí  

4 de la Ley 19.123, que crea la Corporaci n Nacional de Reparaci n yó ó  

Reconciliaci n,  que  establece  que en caso  alguno la  Corporaci n podró ó á 

asumir funciones jurisdiccionales  propias  de los  Tribunales  de Justicia  ni 

interferir  en  procesos  pendientes  ante  ellos.  No podr ,  en  consecuencia,á  

pronunciarse sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere 

caber a personas individuales. As  entonces, sin que la ley distinga, no esí  

l cito  al  int rprete  distinguir,  por  lo  que  esto  es  aplicable  no  s lo  a  laí é ó  

responsabilidad penal, sino que tambi n a la responsabilidad civil. é

Es por lo expuesto, que no es posible concluir que por el solo hecho 

de  recibir  los  actores  los  beneficios   antes  descritos  se  entienda  que 

renuncien al ejercicio de las acciones jurisdiccionales para hacer efectiva la 

responsabilidad civil del Estado de Chile, pues el reconocimiento unilateral 

de  aquel  de su  responsabilidad  y la  concesi n  de  los  beneficios  socialesó  

contemplados en la ley, no pueden privar del ejercicio de los derechos, pues 

debe recordarse que su renuncia debe ser expresa, sin que jam s sta puedaá é  

presumirse,  m xime  si,  como  se  se al ,  la  Comisi n  que  establece  elá ñ ó ó  

car cter de v ctima de violaci n de derechos humanos jam s pudo ejercerá í ó á  

acciones de car cter jurisdiccional.á

As  entonces, la reparaci n asumida voluntariamente por el Estado,í ó  

no impide que las v ctimas de violaciones de los derechos humanos acudaní  
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a  la  sede  jurisdiccional   para  que  se  declare  la  procedencia  de  una 

reparaci n  por  da o  moral  o  material  causado,  por  lo  que  s lo  cabeó ñ ó  

desestimar la excepci n de pago. ó

VIG SIMO PRIMEROÉ : Que, a continuaci n corresponde realizaró  

el an lisis de la excepci n de prescripci n extintiva de la acci n civil opuestaá ó ó ó  

por  el  Fisco  de  Chile.  Para  resolver  esta  materia,  resulta  indispensable 

atender al car cter de delito de lesa humanidad del que fueron v ctima losá í  

actores, seg n se analiz  en los considerandos precedentes. ú ó

VIG SIMO SEGUNDO:É  Que, asentado lo anterior, cabe consignar 

que  la  jurisprudencia  m s  reciente  de  nuestros  tribunales  superiores  deá  

justicia  ha  establecido  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  penal  paraó  

perseguir la responsabilidad de los agentes del Estado, haciendo aplicaci nó  

directa de los diversos tratados internacionales que regulan la materia.

Pues bien, el asunto a dilucidar en estos autos se relaciona con la 

determinaci n de la procedencia de declarar la prescripci n de la acci nó ó ó  

civil  derivada  de  la  comisi n  de  delitos  de  lesa  humanidad  basado  enó  

normas del derecho interno. 

Al respecto, cabe consignar que, a juicio de esta Juez, no es posible 

desatenderse de la especial naturaleza del delito que constituye la base de la 

indemnizaci n,  que  determina  que  se  est  en  presencia  de  una  acci nó é ó  

reparatoria que se rige por preceptos  del  derecho internacional,  estatuto 

que, sin distinciones consagra la imprescriptibilidad. As , atendido su origen,í  

no puede resultar indiferente la circunstancia que la acci n indemnizatoriaó  

deducida no tiene una naturaleza meramente patrimonial. 

En  efecto,  como  se  anunci  en  el  fundamento  d cimo  cuarto,  laó é  

fuente  de  la  obligaci n  de  reparaci n  del  Estado  no  s lo  radica  en  laó ó ó  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y en  la  Ley N  18.575,  sino  queó í ú º  

tambi n  en  los  principios  generales  del  derecho  humanitario  y  en  losé  

Tratados  Internacionales,  los  que  deben  primar  por  sobre  las  normas 

internas de car cter civil.á

En este punto, se debe precisar que la Asamblea General de Naciones 

Unidas, por Resoluci n N  2.391 (XXIII), de 26 de noviembre de 1968,ó °  
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aprob  la  Convenci n  sobre  la  Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  deó ó í  

Guerra y los Cr menes de Lesa Humanidad, al considerar que los cr menesí í  

de guerra y los cr menes de lesa humanidad figuren entre los delitos deí  

derecho  internacional  m s  grave.  En  su  art culo  2  se  declara  que  laá í °  

Convenci n  se  aplica,  sin  distinci n,  a  las  autoridades  del  Estado  y  aó ó  

particulares, ya sea que hayan participado como autores, c mplices o hayanó  

incitado directamente a la perpetraci n de esos cr menes y cualquiera sea eló í  

grado de desarrollo. Tal instrumento normativo, establece sin distinciones, 

entre acci n penal o civil, la imprescriptibilidad. Si bien esta convenci n  noó ó  

ha sido ratificada por el Estado de Chile, ella es una norma de ius cogens, 

cuya  obligatoriedad  en  derecho  interno  se  encuentra  prescrita  por  la 

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  en  el  art culo  5  de  la  Cartaó í ú í  

Fundamental.

Por otro lado, la Convenci n de Viena en 1980 vigente desde el 27ó  

de Enero de 1980, establece en su art culo 27 que un Estado no puedeí  

invocar su derecho interno para eludir sus obligaciones internacionales.  

Asimismo,  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechos  Humanos,ó  

Pacto de San Jos  de Costa Rica , ratificada por Chile en 1990, dispone“ é ”  

en su art culo 63.1 que cuando decida que hubo violaci n de un derecho oí “ ó  

libertad protegidos en esta Convenci n, la Corte dispondr  que se garanticeó á  

al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá 

asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la 

medida o situaci n que ha configurado la vulneraci n de esos derechos y eló ó  

pago de una justa  indemnizaci n a  la  parte  lesionada .  Esta  norma,  esó ”  

directamente  aplicables  al  caso  concreto,  pues  forman  parte  de  nuestro 

ordenamiento  jur dico  por  expreso  mandato  del  art culo  5  de  laí í °  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  sin  que  pueda  restringirse  suó í ú  

contenido estableciendo que aquella obedece nicamente a una instrucci nú ó  

entregada a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pues, al igual 

que la Convenci n de Viena, responde a un principio b sico del derechoó á  

humanitario  de  car cter  consuetudinario,  de  lo  que  deriva  que no seaná  

creadas sino simplemente reconocidas por los Estados.
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En consecuencia, en la especie no resultan aplicables  los art culosí  

2332 y 2515 del C digo Civil, que regulan la prescripci n de las accionesó ó  

civiles  de  indemnizaci n  de  perjuicios,  puesto  que stas  pugnan con lasó é  

normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que protegen 

el derecho de recibir la reparaci n correspondiente a v ctimas y familiaresó í  

de stas, raz n por la que tampoco puede aplicarse el art culo 2497 delé ó í  

referido C digo. ó

Corolario  de  lo  hasta  ahora  expuesto  resulta  que  no  es  posible 

exonerar  de  responsabilidad  del  Estado  en  esta  clase  de  infracciones 

aplicando la prescripci n de la acci n civil  reparatoria,  pues el  Derechoó ó  

Internacional reconoce que todo da o que sea consecuencia de un atentadoñ  

de  lesa  humanidad  debe  ser  reparado,  sin  que  pueda  desconocerse  la 

naturaleza  del  hecho  que  motiva  la  indemnizaci n  pretendiendo  aplicaró  

normas internas del  Estado respectivo, raz n por la que se rechazar  laó á  

excepci n de prescripci n. ó ó

VIG SIMO  TERCEROÉ :  Que,  establecido  lo  anterior,  cabe 

referirse al da o, presupuesto indispensable para que se asiente la obligaci nñ ó  

de indemnizar los perjuicios. En este punto, cabe se alar que el da o moralñ ñ  

que se demanda est  constituido por la aflicci n que sufrieron los actores aá ó  

consecuencia  de  los  hechos  atentatorios  a  sus  derechos  humanos  y  las 

consecuencias posteriores derivadas de ellos. 

Al  respecto  cabe  consignar  que  trat ndose  del  da o  moral-á ñ  

identificado  como  aflicciones,  pesares,  molestias  y  sufrimientos  que 

experimenta un individuo en su esfera ps quica, a causa de la comisi n deí ó  

un hecho il cito-  puede demandar su reparaci n quien ha sido v ctima deí ó í  

aquel.

En este punto, la doctrina nacional, desde antiguo ha se alado que elñ  

da o moral debe ser acreditado, lo que resulta acertado por cuanto ste esñ é  

uno de los requisitos de la responsabilidad extracontractual; en consecuencia 

son los actor quienes deben probarlo como elemento de la responsabilidad 

que demandan. 
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Ahora bien, se debe se alar que conforme lo establece el art culo 341ñ í  

del C digo de Procedimiento Civil las presunciones constituyen un medio deó  

prueba, que se encuentra regulado en los art culos 426 y 427 del mismoí  

C digo en relaci n con el art culo 1712 del C digo Civil. Lo anterior esó ó í ó  

relevante puesto que a trav s de los distintos medios probatorios allegados aé  

la  causa,  el  juez puede construir  una presunci n de existencia del  da oó ñ  

moral. 

De lo expuesto fluye que debe rendirse en autos prueba que entregue 

los elementos al juez para construir la presunci n de existencia del da oó ñ  

moral, lo que en la especie ha acontecido. En efecto, se acompa  en autosñó  

los  certificados emitidos por el  Instituto de Derechos Humanos que dan 

cuenta  que  los  demandantes  fueron  v ctima  de  violaci n  de  derechosí ó  

humanos. En este orden de ideas, no resulta dif cil construir la presunci ní ó  

respecto de la existencia del da o puesto que producto de la actuaci n deñ ó  

los agentes del Estado, los actores se vieron sometidos a apremios ileg timosí  

y torturas. Esta sola presunci n, atendida la gravedad y suficiencia, permiteó  

asentar la existencia del da o moral, pues el dolor a consecuencia de esasñ  

actuaciones de facto, es un hecho normal, por lo que quien pretenda alegar 

que para stos fue indiferente aquello, debe acreditarlo, pues claramente seé  

tratar a  de  circunstancias  excepcionales,  que  si  bien  pueden  ocurrir,í  

necesitan de prueba.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  cabe  se alar  que  adem s  el  da oñ á ñ  

reclamado  se  encuentra  suficientemente  acreditado  con  la  prueba 

testimonial rendida, toda vez que quienes declararon en autos estuvieron 

contestes en tal circunstancia, a lo que se suma los informes que fueron 

acompa ados  a folio 43 que dan cuenta de las consecuencias psicol gicasñ ó  

de las personas que fueron v ctimas de represi n pol tica y torturas.í ó í

VIG SIMO CUARTO:É  Que, la misma prueba antes referida, es 

suficiente para acreditar el v nculo de causalidad existente entre el hecho yí  

el da o producido. En efecto, la relaci n de causalidad exige un v nculoñ ó í  

necesario y directo. Al respecto se ha dicho que un hecho es condici nó  

necesaria  de  un  cierto  resultado  cuando  de  no  haber  existido  sta,  elé  

resultado tampoco se habr a producido.  í

LW
S

H
R

LX
F

X
V



Diversas son las teor as que tratan de explicar este tema, a saber: Laí  

teor a de la equivalencia de las condiciones, la teor a de la causa adecuada,í í  

la teor a de la causa necesaria y la teor a de la relevancia t pica. (Derechoí í í  

Penal,  parte  general,  profesor  Enrique Cury Urzua,  d cima edici n a oé ó ñ  

2011 p ginas 294 y siguientes.)á

Actualmente  la  doctrina  nacional  distingue  dos  elementos  que  son 

integrantes  de  la  relaci n  de  causalidad.  El  primero  es  el  denominadoó  

elemento natural , en virtud del cual se puede establecer que un hecho es“ ” “  

condici n necesaria de un cierto resultado cuando de no haber existido laó  

condici n,  el  resultado  tampoco  se  habr a  producido  (Enrique  Barrosó í ”  

Bourie,  obra  Tratado  de  Responsabilidad  Extracontractual ,  Editorial“ ”  

Jur dica de Chile, p gina 376). El segundo es el elemento objetivo , paraí á “ ”  

cuya  configuraci n  es  indispensable  que  el  da o  producido  pueda  seró ñ  

imputado  normativamente  al  hecho  il cito.  As ,  una  vez  determinada  laí í  

causalidad  natural,  se  debe  proceder  a  verificar  si  el  da o  puede  serñ  

atribuible a la conducta desplegada. 

As  al aplicar lo referido a la causa de autos, se puede concluir que seí  

satisfacen  todos  los  requisitos  para  dar  por  acreditada  la  relaci n  deó  

causalidad, pues en la especie los padecimientos de los demandantes son 

atribuible al Estado de Chile, por cuanto aqu l desatendi  su deber de estaré ó  

al servicio de la persona humana, pues como se dijo la conducta desplegada 

se  materializa  a  trav s  de  sus  agentes,  respondiendo  a  una  pol ticaé í  

sistem tica  de  actuaciones  relacionadas  con  la  tortura  y  persecuci n  deá ó  

opositores al r gimen militar.é

VIG SIMO QUINTO:É  Que,  finalmente en la determinaci n deló  

quantum de la indemnizaci n,  no se considerar  los  pagos recibidos deló á  

Estado  conforme  a  las  leyes  de  reparaci n  ya  citadas,  ni  los  beneficiosó  

extrapatrimoniales  que  estos  cuerpos  legales  contemplan,  atendido  lo 

razonado en los motivos que preceden. En consecuencia, ste se avaluaré á 

prudencialmente,  teniendo  en  consideraci n  que  el  da o  cuyaó ñ  

indemnizaci n se demanda fue experimentado en forma directa por cadaó  

uno de los actores, por lo que se fijar  en la suma de ochenta millones deá  

pesos ($80.000.000).
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VIG SIMO SEXTOÉ : Que, en lo referente a la reajustabilidad de la 

indemnizaci n  por  da o  moral,  sta  se  efectuar  de  conformidad  a  laó ñ é á  

variaci n que experimente el I.P.C desde el d a en que la presente sentenciaó í  

quede ejecutoriada hasta el momento del pago efectivo, atendido su car cterá  

declarativo.  Respecto  de  los  intereses,  las  sumas  contempladas  en  lo 

resolutivo  del  fallo  devengar n  el  inter s  corriente  desde  la  fecha  antesá é  

referida.

II.  EN  CUANTO  A  LA  DEMANDA  DE  NULIDAD  DE 

DERECHO  P BLICO  Y  DECLARACI N  DE  DERECHOSÚ Ó  

PREVISIONALES.

VIG SIMO  S PTIMO:  É É Que,  valga  recordar  que  mediante  el 

primer otros  de la demanda, los comparecientes interponen demanda deí  

nulidad de derecho p blico de los Decretos Supremos (Av.) N  769, de 26ú °  

de octubre de 1973 y N  810,  de fecha 07 de noviembre  de 1973,  en°  

representaci n de los demandantes ya singularizados en la acci n principal,ó ó  

y adem s de don Jorge Adolfo Dixon Rojas, don Ricardo Arturo Navarroá  

Valdivia, y don Pedro Segundo Pons Serralta,  y solicitan declaraci n deó  

derechos previsionales, conforme los antecedentes ya rese ados en el motivoñ  

primero.

VIG SIMO  OCTAVO:  É Que,  el  demandado  solicit  su  totaló  

rechazo conforme las  excepciones  y  defensas  ya  rese adas  en el  motivoñ  

quinto precedente.

VIG SIMO NOVENO:  É Que la nulidad de derecho p blico se haú  

definido como la sanci n de ineficacia jur dica que afecta a aquellos actosó í  

de los rganos del Estado en los que faltan algunos de los requisitos que eló  

ordenamiento  establece  para  su  existencia  y  validez.  Es  una  acci nó  

constitucional que tiene su origen en los art culos 6  y 7  de la Constituci ní ° ° ó  

Pol tica de la Rep blica, la que, como se adelant , vela porque el actuar deí ú ó  

los rganos del Estado respete el principio de legalidad. La primera normaó  

se ala: Los rganos del Estado deben someter su acci n a la Constituci n yñ “ ó ó ó  

a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de 

la Rep blica. Los preceptos de esta Constituci n obligan tanto a los titularesú ó  
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o integrantes de dichos rganos como a toda persona, instituci n o grupo.ó ó  

La infracci n de esta norma generar  las responsabilidades y sanciones queó á  

determine la ley. , En tanto la segunda dispone en su inciso primero: Los” “  

rganos del  Estado act an v lidamente previa investidura regular de susó ú á  

integrantes, dentro de su competencia en la forma que prescriba la ley .”  

A ade en su inciso segundo que Ninguna magistratura, ninguna persona niñ “  

grupo de personas  puede atribuirse,  ni  aun a pretexto de circunstancias 

extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les 

hayan conferido en virtud de la Constituci n o las leyes .  Agrega su incisoó ”  

tercero:  Toda  contravenci n  a  este  art culo  es  nulo  y  originar  las“ ó í á  

responsabilidades y sanciones que la ley se ale . ñ ”

Recogiendo estos principio, el art culo 2  de la Ley N  18.575, sobreí ° °  

Bases Generales de la Administraci n del Estado, dispone: Los rganos deó “ ó  

la administraci n del Estado someter n su acci n a la Constituci n y a lasó á ó ó  

leyes.  Deber n  actuar  dentro  de  su  competencia  y  no  tendr n  m sá á á  

atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento 

jur dico. Todo abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades dar  lugar aí á  

las acciones y recursos correspondientes . ”

La jurisprudencia m s reciente de nuestra Corte Suprema ha se aladoá ñ  

que:  la  ilegalidad  de  un  acto  administrativo,  que  puede  acarrear  su“  

anulaci n,  puede  referirse  a  la  ausencia  de  investidura  regular,ó  

incompetencia  del  rgano,  defectos  de  forma,  desviaci n  de  poder,ó ó  

ilegalidad en cuanto a los motivos y violaci n de la ley de fondo aplicable .ó ”  

(CS  5815-2011).  Asimismo  ha  se alado  los  vicios  que  puedenñ “  

eventualmente  provocar  la  nulidad  de  un  acto  administrativo  son:  la 

ausencia de investidura regular del rgano respectivo, la incompetencia deó  

ste,  la  inexistencia de motivo legal  o motivo invocado, la  existencia deé  

vicios de forma y procedimiento en la generaci n del acto, la violaci n de laó ó  

ley de fondo atinente a la materia y la desviaci n de poder.  (C.S. 17.285-ó ”

2014). Es as  como se evidencia un cambio en nuestro m ximo tribunal queí á  

se ha abierto a la revisi n de la legalidad sustancial del acto administrativo,ó  

ello en virtud de lo establecido en el art culo 6  de la Constituci n Pol ticaí º ó í  

de la Rep blica.ú
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TRIG SIMO:É  Que,  valga  recordar  que  mediante  esta  acci n  seó  

persigue  la  declaraci n  de  nulidad  de  derecho  p blico  respecto  de  losó ú  

decretos  ya  singularizados,  por  medio  de  los  cuales  se  dispuso  el  retiro 

absoluto de las filas de la Fuerza A rea de cada uno de demandantes, y queé  

reconoce  como  antecedente  inmediato  la  anulaci n  de  las  condenasó  

impuestas por el Consejo de Guerra en su contra, las que en su momento 

sirvieron de fundamento a dichos decretos de desvinculaci n.ó

TRIG SIMO PRIMERO: É Que, previo a entrar al fondo del asunto 

debatido, corresponde pronunciarse sobre la excepci n de prescripci n queó ó  

ha sido opuesta por el Fisco de Chile, la que sustenta, en s ntesis, en que losí  

actos administrativos cuya nulidad se pretende fueron dictados en el a oñ  

1973, esto es, hace m s de 45 a os, y que han producido diversos efectosá ñ  

desde esa fecha, y que el ser la norma presuntamente violada de derecho 

p blico no torna en imprescriptible la acci n de nulidad. Asimismo, sostieneú ó  

que el derecho nacional en el art culo 2497 establece reglas de prescripci ní ó  

que no pueden ser desconocidas.

TRIG SIMO SEGUNDO:  É Que, resultando til, conviene precisarú  

que mediante esta acci n se persigue la nulidad de los decretos en comento,ó  

con  la  finalidad  que  se  le  reconozcan  a  los  demandantes  los  derechos 

previsionales  de  los  que  habr an  sido  beneficiarios  en  caso  de  haberí  

continuado en las filas de las Fuerza A rea.é

TRIG SIMO TERCERO:  É Que, para resolver sobre esta materia, 

debemos mencionar, tal como lo ha se alado la Excma. Corte Suprema,ñ  

existen dos acciones contencioso-administrativas: Las acciones encaminadas“  

nicamente a conseguir la nulidad de un acto administrativo y aqu llas queú é  

miran a  la  obtenci n  de  alg n  derecho  en favor  de  un particular.  Lasó ú  

primeras  pueden interponerse  por cualquiera que tenga alg n inter s  enú é  

ello, presentan la particularidad de hacer desaparecer el acto administrativo 

con efectos generales, erga omnes y requieren de una ley expresa que las 

consagre, como ocurre con el art culo 140 de la Ley Ní º 18.695, Org nicaá  

Constitucional de Municipalidades,  que instituye el reclamo de ilegalidad 

contra las resoluciones u omisiones ilegales de los rganos municipales. Enó  

cambio,  las  segundas  presentan  la  caracter stica  de  ser  declarativas  deí  
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derechos . (Consideraci n 10  de la sentencia de esta Corte de 28 de junio” ó °  

de 2007, dictada en los autos Rol Nº 1203-2006 caratulados Eyzaguirre“  

Cid, Germ n con Fisco ). á ”

TRIG SIMO CUARTO:É  Es as , como estas acciones declarativasí  

de  derechos  producen  efectos  relativos,  limitados  al  juicio  en  que  se 

pronuncia la nulidad, y se encuentran sometidas, en lo concerniente a la 

prescripci n, a las reglas generales contempladas en el C digo Civil, entreó ó  

otras, a las disposiciones de sus art culos 2497, 2514 y 2515. Efectivamente,í  

la naturaleza misma de la acci n entablada la enfrenta a la posibilidad deó  

extinguirse por el  simple  transcurso del  tiempo.  La ley no somete a un 

estatuto particular los efectos de un acto administrativo nulo, por lo que si 

compromete  solo  la  esfera  de  los  derechos,  patrimoniales  o  no,  de  un 

individuo,  debe  regirse  por  las  normas  comunes  existentes  al  respecto, 

contenidas en el  C digo Civil,  y por aquellas que le sean especialmenteó  

aplicables,  conforme a la naturaleza y singularidades del  caso de que se 

trate. 

TRIG SIMO  QUINTO:É  Que,  dicho  eso,  corresponde  a 

continuaci n analizar el car cter de las acciones ejercidas en autos. Paraó á  

ello,  debemos precisar  que si  bien al  observar  el  modo en que ha sido 

dirigida la acci n pareciera solicitarse la nulidad de derecho p blico de losó ú  

decretos tantas veces mencionados, lo cierto es que analizada en su contexto 

general lo que se pretende es la obtenci n de una sentencia declarativa deó  

claro contenido patrimonial, pues como se dijera, tiene como finalidad que 

se reconozca los derechos previsionales de los actores.

TRIG SIMO  SEXTO:É  En  este  escenario,  es  indudable  que  la 

acci n deducida se encuentra sometida a las reglas generales de prescripci nó ó  

del C digo Civil, en lo que resulten coherentes con las particularidades deló  

caso  en  examen,  careciendo  de  relevancia  el  que  se  plantee  como una 

acci n de nulidad de derecho p blico, ya que ella tambi n se encuentraó ú é  

sometida  a  las  reglas  sobre  prescripci n,  como  se  ha  se alado,  y  enó ñ  

consecuencia, no resulta atendible la alegaci n de los actores en cuanto a laó  

imprescriptibilidad de la acci n.ó
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TRIG SIMO  S PTIMO:É É  Que,  atendido  lo  relacionado 

precedentemente, en la especie resulta aplicable el plazo de prescripci n deó  

cinco a os previsto en el art culo 2514 del C digo Civil para la prescripci nñ í ó ó  

de las acciones ordinarias, el que debe computarse desde la fecha en que los 

decretos cuya nulidad se pretende quedaron afirme, sin que sea procedente 

computar el plazo desde el d a 3 de octubre de 2016,  fecha en que se dictí ó 

sentencia definitiva por la Excma. Corte Suprema, en recurso de revisi nó  

del Proceso Rol 1-73 de la Fiscal a de Aviaci n, pues ello colisiona con elí ó  

principio de seguridad jur dica que es propio de todo el sistema normativo,í  

toda vez que precisamente a ra z de la exoneraci n sufrida en la poca porí ó é  

civiles  y  militares  se  dictaron leyes  en busca de subsanar la  p rdida deé  

derechos previsionales de la que fueron v ctimas. í

TRIG SIMO  OCTAVO:  É Que,  conforme  lo  dicho 

precedentemente, corresponde acoger la excepci n de prescripci n opuestaó ó  

por el demandado.

TRIG SIMO NOVENO:É  Que,  las  restantes  alegaciones  que  no 

fueron  transcritas,  sino  sintetizadas,  y  los  elementos  de  prueba  que  no 

fueron citados expresamente, en nada alteran las conclusiones a que se ha 

arribado  en  lo  precedente,  por  lo  que  no  se  realizar  su  an lisisá á  

pormenorizado. 

CUADRAG SIMO:É  Que, de conformidad con lo dispuesto en el 

art culo 144 del C digo de Procedimiento Civil,  no se condenar  en costasí ó á  

a la parte demandada, toda vez que no ha resultado totalmente vencida.

Por estas  consideraciones  y lo  dispuesto en los  art culos  47,  1437,í  

1698, 1700 y 1706, 2492, 2497, 2514 y siguientes del C digo Civil; art culosó í  

144, 160, 170, 341, 342, 346 y 384 del C digo de Procedimiento Civil;ó  

Constituci n Pol tica de la Rep blica; Convenci n Americana de Derechoó í ú ó  

Humanos, Convenio de Ginebra de 1949, se declara:

I. En cuanto a la demanda de indemnizaci n de perjuicios:ó

I.I Que,  se  rechazan  las  excepciones  de  pago  y  de  prescripci nó  

opuestas por el Fisco de Chile.
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I.II.- Que,  se  acoge  parcialmente  la  demanda   interpuesta  a  lo 

principal de folio 1. En consecuencia, se condena al Fisco de Chile, a pagar 

a los  demandantes  Jos  Rub n Grinblatt  Derezunsky  y scar  Alejandroé é Ó  

Navarro Valdivia, la suma de $ 80.000.000.- (ochenta millones de pesos) a 

cada uno de ellos, por concepto de da o moral, m s los reajustes e interesesñ á  

rese ados en el motivo vig simo sexto. ñ é

II.  En cuanto a la  demanda de nulidad de derecho p blico yú  

declaraci n de derechos previsionales.ó

II.I. Que,  se  acoge  la  excepci n  de  prescripci n  de  la  acci nó ó ó  

deducida por el Fisco de Chile. En consecuencia, se rechaza la demanda.

III. Que cada parte pagar  sus costas.á

Reg strese, notif quese y en su oportunidad arch vese.í í í

Rol C 30706-2017

Pronunciada  por  Nancy  Torrealba  P rez,  Juez  Subrogante  delé  

Decimotercer Juzgado Civil de Santiago.

En Santiago, a veintiocho de Septiembre de dos mil veinte , se notific  por eló  

estado diario, la resoluci n precedente.ó

LW
S

H
R

LX
F

X
V

Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 06 de septiembre de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de verano establecido en Chile
Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla de Pascua e
Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más información
consulte http://www.horaoficial.cl


		2020-09-28T18:20:43-0300




